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AMPARO dIRECTO EN REVISIÓN 1074/2014
QUEJOSo: O. E. C.
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIO: JULIO VEREDÍN SENA VELÁZQUEZ
S U M A R I O
El Juez Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México, instruyó un proceso penal a O. E. C., bajo la causa penal **********, y su acumulada **********, que concluyó con la sentencia emitida el quince de octubre de dos mil doce, en la que declaró al enjuiciado penalmente responsable de los delitos de robo con modificativa (al haberse cometido en el interior de una casa habitación con violencia) y portación de arma prohibida, por los cuales lo condenó a cumplir con las penas de quince años, nueve meses,  de prisión y multa de quince mil setecientos noventa y seis pesos con treinta centavos; además, lo absolvió del pago de reparación del daño y ordenó el decomiso del arma afecta a la causa. El sentenciado, su defensora pública y el Ministerio Público interpusieron recurso de apelación contra dicha determinación. El medio de impugnación que fue resuelto por la Segunda Sala Colegiada Penal de Toluca del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, mediante sentencia dictada en el toca penal **********, en el sentido de modificar la sentencia condenatoria, para el efecto de que se señalara que la pena de prisión debería computarse a partir del día en que tuvo verificativo la detención material del sentenciado (dos de septiembre de dos mil diez). E. C. promovió juicio de amparo directo contra la sentencia de condena, que fue resuelto por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, bajo el registro 216/2013, en el sentido de negar la protección constitucional solicitada. La determinación anterior fue impugnada por el quejoso mediante el recurso de revisión, el cual es materia de la presente ejecutoria.
C U E S T I O N A R I O
¿Se surten los requisitos de procedencia del recurso de revisión que establecen los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo? ¿Es correcto que el tribunal colegiado declarara la inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, porque autoriza la detención del inculpado en la modalidad de flagrancia equiparada, a pesar de que dicho supuesto no está contemplado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como una excepción válida para la afectación del derecho humano a la libertad personal? De contestarse en sentido afirmativo las anteriores interrogantes, entonces ¿es correcto el alcance determinado por el tribunal colegiado, al resolver en amparo directo, respecto a que la inconstitucionalidad de la norma procesal, tiene como efecto en el proceso penal que se declare la ilegalidad de la detención y únicamente la exclusión de las pruebas directamente relacionadas con la misma, pero no la anulación de todas las actuaciones ministeriales y la concesión del amparo para que se ordene la libertad del quejoso?

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al _____________ de dos mil catorce, emite la siguiente:
S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven los autos relativos al amparo directo en revisión 1074/2014, interpuesto por O. E. C., en contra de la sentencia dictada el veinte de febrero de dos mil catorce, por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, en el juicio de amparo directo 216/2013.

I. ANTECEDENTES

1. De las constancias del proceso penal en el que se dictó la sentencia definitiva que constituye el acto reclamado en el juicio de amparo directo del que deriva el presente recurso de revisión, se advierte que en el juicio penal instruido al quejoso se tuvieron por probados los hechos siguientes:
2. Primer ilícito penal. El primero de septiembre de dos mil diez, alrededor de las ocho horas con treinta minutos, cuando B. C. M. subía las escaleras de acceso al segundo nivel del edificio en que habitaba, ubicado en el Municipio de Jilotepec, Estado de México, se encontró de frente con O. E. C., quien descendía de manera apresurada, llevando consigo una computadora portátil y un morral con diversos objetos
, que pertenecía a C. M. Al verse descubierto, E. C. amenazó al agraviado con dispararle con una escopeta que portaba, por lo que este último salió del inmueble y se refugió en la casa de un vecino. Posteriormente el agraviado solicitó ayuda de la policía municipal pero no fue localizado el agresor.

3. Inicio de la averiguación previa ********** de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México. En virtud de que el ofendido B. C. M. acudió el mismo día en que acontecieron los hechos a denunciar el delito, el agente del Ministerio Público adscrito al Segundo Turno, en Jilotepec, Estado de México, por acuerdo dictado a las doce horas de esa fecha, tuvo por aperturada la indagatoria respectiva.
4. El tres de septiembre de dos mil diez, el denunciante acudió a la oficina ministerial para comunicar que, aproximadamente a las diez de la noche del día anterior, recibió en su domicilio la visita de elementos de la policía municipal quienes le informaron que habían detenido a O. E. C.
, con motivo de la comisión del delito de portación de arma prohibida. En seguimiento de la indagatoria, en la misma fecha, se recibió la ampliación de declaración del denunciante, quien refirió que el detenido efectivamente era O. E. C., contra quien formuló denuncia por el delito de robo cometido en su agravio
.
5. A partir de la información aportada por el ofendido, el Ministerio Público dictó un acuerdo, a las cero horas con cincuenta minutos del tres de septiembre de dos mil diez, en el que ordenó a la policía ministerial la orden de presentación del probable responsable O. E. C. y la recuperación de lo robado
. Lo anterior, al estimar actualizado el supuesto de flagrancia equiparada, establecido en los artículos 141 y 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México
.
6. En cumplimiento a lo anterior, a las diez horas de la fecha mencionada en el párrafo anterior, se incorporó a la indagatoria la comparecencia del policía ministerial José Carlos Segundo Sánchez quien en cumplimento a la orden ministerial de presentación dejó a disposición del  Ministerio Público al requerido emitido O. E. C., en virtud de que estaba en las instalaciones de la agencia investigadora, con el carácter de detenido, relacionado con una diversa indagatoria por el delito de Portación de Arma Prohibida
.
7. Por acuerdo dictado a las cero horas con cuarenta minutos del cuatro de septiembre del mismo año, el Ministerio Público decretó la detención material y formal del entonces indiciado O. E. C., bajo el supuesto de flagrancia equiparada, en el que se fundamentó la orden ministerial previa de presentación del entonces probable responsable
. En actuación subsecuente, dictada a las cinco horas de la fecha referida en el presente párrafo, el órgano ministerial determinó ejercer acción penal contra E. C., por considerarlo probable responsable de la comisión del delito de robo agravado, cometido con violencia y en el interior de casa habitación, previsto y sancionado en los artículos 287, 289, fracción III, 290, fracción I, párrafos primero y segundo, y fracción II, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México
. El inculpado fue puesto a disposición del Juez Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México, a las once horas del cuatro de septiembre de dos mil diez
.
8. Segundo ilícito penal. Los policías V. A. Z. M. y S. G. S. patrullaban en la zona centro del Valle de Canalejas, aproximadamente a las veintiún horas con veinte minutos del dos de septiembre de dos mil diez, cuando fueron informados sobre la presencia de un vehículo Tsuru, color blanco, que iluminaba su camino con un solo faro, en el que viajaban dos personas armadas.
9. Al transitar por la calle Cultura Otomí, los policías encontraron un automóvil que coincidía con la descripción reportada y le indicaron al conductor que se detuviera. En seguida, la persona que viajaba en el lugar del copiloto intentó darse a la fuga, pero los agentes lograron interceptarlo. Los policías cuestionaron al asegurado sobre su identidad, enterándose que respondía al nombre de O. E. C.; después, le realizaron una revisión corporal de control preventivo y descubrieron que portaba una navaja, objeto considerado como arma prohibida en esa entidad, por lo que procedieron a presentarlo ante el Ministerio Público en calidad de detenido.
10. Inicio de la averiguación previa ********** de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México. A las veintitrés horas con cuarenta y cinco minutos del dos de septiembre de dos mil diez, el Ministerio Público inició la indagatoria respectiva, con motivo de la presentación de O. E. C., realizada por los elementos de seguridad pública que lo detuvieron por la comisión del delito de portación de arma prohibida
.
11. Al día siguiente, mediante acuerdo dictado por el agente del Ministerio Público, se decretó a partir de las dos horas, la detención material de O. E. C., bajo el supuesto de flagrancia, en términos de lo prescrito por los artículos 16, párrafo cuarto de la Constitución, así como los numerales 141, fracción I, y 142, párrafo primero del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, por la comisión del delito de portación de arma prohibida. En actuación subsecuente, el Ministerio Público determinó ejercer acción penal en contra del detenido, por el delito en cita, previsto y sancionado por los artículos 179, fracción I, y 180, del Código Penal del Estado de México, cometido en agravio de la seguridad pública
. El inculpado fue puesto a disposición del Juez Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México, a las once horas del cuatro de septiembre de dos mil diez
.
12. Trámite de la causa penal. El Juez Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México, recibió de manera independiente las consignaciones y mediante acuerdos dictados el cuatro de septiembre de dos mil diez ordenó registrarlas como causas penales números ********** (robo agravado) y ********** (portación de arma prohibida).
13. Respecto a la primera consignación, la autoridad judicial determinó ratificar la detención del inculpado, por considerar actualizado el supuesto de flagrancia equiparada, en términos de los artículos 16, párrafos tercero y quinto, de la Constitución Federal, 141 y 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México aplicable, por haber sido detenido momentos después de haber acontecido el hecho considerado como delictivo, calificado como grave por la ley penal
.
14. En cuanto a la segunda consignación, el juez del conocimiento también  determinó ratificar la detención del indiciado, bajo el supuesto de flagrancia, comprendido en los artículos 16, párrafos tercero y quinto, de la Constitución Federal, 141 y 142, párrafo primero, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México entonces vigente
.
15. Una vez tramitado el procedimiento de preinstrucción, en ambas causas penales la autoridad judicial resolvió la situación jurídica del entonces indiciado, a quien por autos de plazo constitucional dictados el diez de septiembre de dos mil diez, le decretó formal prisión por los delitos materia del ejercicio de la acción penal
. A partir de las anteriores determinaciones se dio trámite a la instrucción de las causas penales y por resolución dictada el veinticinco de noviembre de dos mil diez se decretó la acumulación del proceso ********** a la diversa **********
.
16. El juez de primera instancia dictó sentencia el quince de octubre de dos mil doce. En ésta declaró penalmente responsable a O. E. de la comisión de los delitos de (1) robo con modificativas agravantes, por haberse cometido al interior de casa habitación y utilizarse violencia en su ejecución
, y (2) portación de arma prohibida
, por los que en total le impuso las penas de quince años nueve meses de prisión y multa de quince mil setecientos noventa y seis pesos con treinta centavos, que equivalían a doscientos noventa días de salario mínimo, los cuales en caso de insolvencia probada podrían sustituirse por jornadas no remuneradas de trabajo en favor de la comunidad; lo absolvió del pago de reparación del daño, ordenó el decomiso del arma afecta a la causa, decretó la suspensión de los derechos políticos y civiles del enjuiciado, así como impuso como condena de amonestación pública
. El sentenciado, el defensor público y el agente del Ministerio Público apelaron esta decisión.
17. Del medio de impugnación conoció la Segunda Sala Colegiada Penal de Toluca, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, bajo el toca penal **********, mismo que se resolvió, el catorce de enero de dos mil trece, en el sentido de modificar la resolución apelada. Dicha modificación consistió en señalar la fecha correcta en la cual debía iniciar el computó de la pena; esto es, a partir de la detención material del sentenciado, que de acuerdo a los registros de actuaciones se suscitó el dos de septiembre de dos mil diez y no un día después como lo consideró el juzgador de origen
.
II. TRÁMITE

18. Demanda de amparo. O. E. C. promovió un juicio de amparo, mediante escrito presentado el cuatro de noviembre de dos mil trece, ante la Segunda Sala Colegiada Penal de Toluca, Estado de México. En dicho ocurso señaló como autoridad responsable a esta autoridad judicial y, como acto reclamado, la sentencia definitiva pronunciada el catorce de enero de dos mil trece, en el toca penal **********; asimismo, precisó que se violaron en su perjuicio los derechos humanos contenidos en los artículos 14, 16, 19 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
19. En la demanda de amparo se hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, el cual estaba vigente y se aplicó como fundamento para afirmar la legalidad de la detención del enjuiciado bajo el supuesto de flagrancia equiparada. Norma que el quejoso considera contraria al artículo 16 de la Constitución Federal, porque la flagrancia equiparada no está contemplada entre las hipótesis constitucionales por las que puede ser detenida una persona.
20. Trámite del juicio de amparo. El Magistrado Presidente del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito ―órgano jurisdiccional al que correspondió conocer del asunto― admitió la demanda de amparo y la registró bajo el número de expediente 216/2013, mediante acuerdo de tres de enero de dos mil catorce
. Una vez substanciado el juicio, en sesión de veinte de febrero de dos mil catorce, el órgano colegiado federal dictó sentencia en el sentido de negar la protección constitucional solicitada
.
21. Interposición del recurso de revisión. El quejoso interpuso recurso de revisión contra la anterior resolución, mediante escrito presentado el trece de marzo de dos mil catorce, ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. Por acuerdo dictado al día siguiente, el Magistrado Presidente de dicho órgano jurisdiccional remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación
.
22. Trámite del recurso ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Presidente de este Alto Tribunal, previo requerimiento formulado al recurrente
, por acuerdo de nueve de mayo de dos mil catorce, admitió el recurso y ordenó su registro, al que correspondió el número 1074/2014. Asimismo, señaló que el recurso se hacía valer en contra de un fallo en el que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México; ordenó que el expediente se turnara al Ministro José Ramón Cossío Díaz, para la elaboración del proyecto de resolución; y el envío de los autos a la Primera Sala para el trámite de radicación correspondiente.

23. El Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acordó que dicho órgano se avocaba al conocimiento del presente asunto, mediante auto pronunciado el veinte de mayo de dos mil catorce; en el que, igualmente, ordenó que el mismo se remitiera al Ministro Ponente para la elaboración del proyecto de resolución.
III. COMPETENCIA
24. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el punto Tercero, en relación con el Segundo, del Acuerdo General número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Pleno de este Alto Tribunal
. Lo anterior, porque el recurso fue interpuesto contra una resolución pronunciada en un juicio de amparo directo, promovido en contra de una sentencia definitiva dictada en un proceso penal. Por lo demás, se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno, debido a que la materia sobre la que versa el amparo es de naturaleza penal, la cual es especialidad que corresponde a esta Primera Sala.

IV. OPORTUNIDAD

25. El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito dictó la sentencia recurrida el jueves veinte de febrero de dos mil catorce. La resolución fue notificada personalmente al quejoso, el viernes veintiocho de febrero de dos mil catorce y surtió sus efectos al día hábil siguiente: lunes tres. En consecuencia, el término de diez días para la interposición del recurso previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo, corrió del martes cuatro al martes diecisiete de marzo de dos mil catorce, una vez descontados los días intermedios ocho, nueve, quince y dieciséis de marzo al ser sábados y domingos respectivamente; así como el día diecisiete, al resultar inhábil. Ello con fundamento en los artículos 19 de la Ley de Amparo, 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 74 de la Ley Federal del Trabajo, en relación con el Acuerdo General 18/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.
26. En consecuencia, si el recurso de revisión que nos ocupa se interpuso el jueves trece de marzo de dos mil catorce, ante la Oficialía de Partes del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, es claro que su presentación fue oportuna.

V. PROCEDENCIA
27. La primera cuestión que debe resolverse en el presente asunto consiste en determinar si resulta procedente el recurso de revisión interpuesto por el quejoso O. E. C. De este modo, la pregunta por contestar es la siguiente:

¿Se surten los requisitos de procedencia del recurso de revisión que establecen los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo?
28. Esta interrogante debe responderse en forma positiva. El presente recurso de revisión en amparo directo es procedente, en virtud de que, en la demanda de amparo, el quejoso cuestionó la constitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México vigente en dos mil diez, que contempla la figura de detención bajo el supuesto de flagrancia equiparada, por estimar que esta hipótesis de afectación a la libertad personal no está comprendida en el artículo 16 de la Constitución Federal. En respuesta, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito determinó que le asistía razón al quejoso, en virtud de que la norma procesal cuestionada resultaba contraria a los supuestos de excepción que justifican la detención de una persona, en términos del párrafo quinto del artículo 16 de la Constitución Federal. De manera que la hipótesis de flagrancia equiparada sobrepasaba el límite contenido en el precepto constitucional.

29. Al respecto, conviene precisar que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que del contenido de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción I, de la vigente Ley de Amparo, y, 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como del Acuerdo General Plenario 5/1999, se desprenden las reglas que deben observarse para evaluar la procedencia excepcional del recurso de revisión en amparo directo. A saber:

a) Por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados de circuito en juicios de amparo directo no admiten recurso alguno. En principio, son inatacables.

b) Por excepción, tales sentencias pueden ser recurridas en revisión, a condición de que decidan o hubieran omitido decidir sobre los temas propiamente constitucionales, entendiendo por éstos: I. La inconstitucionalidad de una norma, y/o; II. La interpretación directa de preceptos de la Constitución Federal o de normas de derechos humanos de fuente internacional. La interpretación se realice a petición de la parte quejosa o por pronunciamiento motu proprio por parte del Tribunal Colegiado.

c) En caso de que se presente la situación descrita en el punto anterior, y para efectos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo, además, deberán quedar satisfechos los requisitos de importancia y trascendencia que, según dispone la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal condicionan la procedencia del recurso que nos ocupa.

d) El significado de los requisitos de “importancia” y “trascendencia” está especificado en el Acuerdo General Plenario 5/1999, emitido en ejercicio de la facultad expresa prevista en el artículo 94, párrafo octavo, de la Constitución Federal. Este acuerdo señala que, por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre el problema de constitucionalidad hecho valer en la demanda de amparo, así como cuando no se hubieran expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes y no hubiera que suplir la deficiencia de la queja, o en casos análogos.

30. A partir de las directrices enunciadas, se justifica la procedencia del recurso de revisión que nos ocupa, en virtud que de origen se formuló en la demanda de amparo un planteamiento de constitucionalidad, respecto a una norma general. Lo cual fue advertido y analizado por el tribunal colegiado de circuito recurrido, quien declaró la inconstitucionalidad de la norma jurídica cuestionada, por estimar que contravenía el contenido del artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Federal; y, en el escrito de agravios, el quejoso expuso motivos de inconformidad sobre el alcance y/o efectos que derivan del reconocimiento de inconstitucionalidad.
31. En virtud de la afirmación anterior, es necesario tener presente los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo, las consideraciones vertidas por el tribunal colegiado en la sentencia de amparo recurrida y los argumentos de agravio en el recurso de revisión.

32. Conceptos de violación. En la demanda de amparo se expresaron en síntesis los argumentos siguientes:
32.1. La autoridad judicial realizó una incorrecta valoración de los medios de prueba y, en consecuencia, violó lo establecido en los artículos 290, fracción III del Código Penal para el Estado de México, 254, 255 y 256 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México.
32.2. Asimismo, el quejoso manifestó que la Sala Penal responsable vulneró las prerrogativas contenidas en los numerales 14, 16 y 19 de la Constitución Federal, al emitir una resolución carente de fundamentación y motivación. Esto, porque dicha autoridad no efectuó un razonamiento jurídico respecto de lo que se le cuestionó, sino que únicamente se limitó a transcribir los argumentos vertidos por el juez de la causa, al afirmar que se encontraba comprobado el “cuerpo del delito” de robo agravado, mas no el “tipo penal”, a pesar de que las pruebas con las que fundó su decisión no resultaban aptas para acreditar que los bienes afectos a la causa se encontraron en su poder como consecuencia del ilícito.

32.3. Además, expuso que la autoridad judicial responsable estimó erróneamente acreditada la modificativa agravante del delito de robo, pues únicamente consideró la declaración de los ofendidos y la inspección practicada por el Ministerio Público; sin valorar todas las pruebas en conjunto; a saber, las declaraciones de los denunciantes como de los testigos de cargo, respecto de las que se puede advertir que no declararon de viva voz ante el Representante Social, sino que es evidente su aleccionamiento, al incurrir en contradicciones.
32.4. En oposición, el demandante de amparo señaló que las declaraciones defensivas sí estaban probadas con apoyo en otros medios de prueba de descargo; las que, a su juicio, la Sala Penal responsable dejó de valorar, en su perjuicio, de acuerdo al contenido de los artículos 255 y 256 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México.
32.5. Luego, la deficiente valoración de las pruebas aportadas era causa flagrante de agravio a los intereses del justiciable e infringían en su perjuicio los derechos humanos y las garantías de seguridad jurídica de recta aplicación de la ley penal, en virtud de que en el sumario únicamente existía la imputación de los ofendidos y la falsa declaración de los testigos de cargo.
32.6. Por otra parte, el quejoso indicó que tampoco estaba plenamente acreditado el elemento de apoderamiento, que consiste en un requisito, sine qua non, para afirmar que el acreditamiento del tipo penal del delito de robo. En ese sentido, expuso que la autoridad no motivó su resolución de manera correcta, ya que si bien citó los artículos en los cuales sustentó su resolución, éstos no tenían coherencia lógica con lo que resolvió, en específico para acreditar los elementos del delito de apoderamiento de objeto, que acreditó exclusivamente con la declaración del ofendido. Por tanto, se le debió absolver de la imputación.
32.7. En otro punto, el quejoso alegó que al momento en que fue privado de su libertad se soslayó lo establecido en el artículo 144 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México y, en consecuencia, se violaron en su perjuicio los artículos 14, 16, 19 y 133 de la Constitución Federal, ya que se actualizaron violaciones al debido proceso, derivadas de la falta de motivación y fundamentación del acuerdo de retención, mediante el cual se justificó la privación de su libertad.
32.8. Añadió que los elementos de la policía que lo aprehendieron debían observar lo establecido en el artículo 144 del código adjetivo penal de la entidad correspondiente, a fin de justificar que los datos que posteriormente obrarían tanto en la averiguación previa como en la causa penal, fueran bastantes para determinar que la detención se realizó conforme al mandamiento establecido en el artículo 16 de la Constitución Federal.
32.9. Al respecto, el solicitante de amparo afirmó que su detención no se realizó en el momento preciso de estar cometiendo el delito que se le imputó o inmediatamente después de haberlo realizado y tampoco se trataba de caso urgente. Sin embargo, estas circunstancias no fueron consideradas por el juez de primera instancia, al ratificar el auto de retención. Con lo cual se violaron las formalidades esenciales del procedimiento, al dejarse de observar lo dispuesto en el artículo 144 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, en virtud de que fue detenido el dos de septiembre de dos mil diez, por el delito de portación de arma prohibida, y no el día uno del mes y año en cita, fecha en que fue cometido el robo a casa habitación materia de la denuncia.
32.10. En un siguiente punto, el quejoso cuestionó la constitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, al estimar que su contenido era contrario al artículo 16 de la Constitución Federal. Ello, porque el precepto establecía la hipótesis de detención por flagrancia equiparada, supuesto que no está considerado en la norma constitucional, la cual únicamente autoriza la detención de una persona al ser sorprendida en el momento de la ejecución del delito o inmediatamente después de su comisión.
32.11. En virtud de lo anterior, en opinión del quejoso, la Sala Penal responsable debió hacer valer el principio de supremacía constitucional contenido en el artículo 133 de la Constitución Federal e inaplicar la norma que contenía la figura de flagrancia equiparada, ya que había sido derogada en el momento mismo de entrar en vigor el decreto de dieciocho de junio de dos mil ocho, por el que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones en la Constitución Federal, para hacer válida la detención del indiciado únicamente en el momento de estar cometiendo el delito. Situación que no consideró por el A quo, quien declaró legal la detención por flagrancia equiparada, en franca violación al derecho humano de seguridad jurídica.
33. Consideraciones vertidas en la sentencia recurrida. En lo concerniente al tema de constitucionalidad, el tribunal colegiado recurrido emitió, en síntesis, las siguientes consideraciones:
33.1. En relación al planteamiento de inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, el tribunal colegiado precisó que el artículo 16 de la Constitución Federal establece supuestos excepcionales por los que el Estado puede generar afectaciones válidas al derecho de libertad personal, que se limitan a las hipótesis de flagrancia o caso urgente. Para el desarrollo de estos supuestos retomó las consideraciones sostenidas en la ejecutoria del juicio de amparo directo 14/2011, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
33.2. El tribunal colegiado refirió que, con motivo de la reforma constitucional de dieciocho de junio de dos mil ocho, se erradicó la posibilidad de que en la legislación secundaria subsistiera o se introdujera la figura de flagrancia equiparada, a fin de evitar abusos contra la libertad personal deambulatoria de los individuos. A partir de lo anterior, el tribunal colegiado precisó que para afirmar la legalidad de una detención en flagrancia de comisión de delito, en estricta interpretación de la norma constitucional, se tendría que actualizar alguno de los siguientes supuestos: a) la autoridad puede aprehender al aparente autor del delito si observa directamente que la acción se está cometiendo en ese preciso instante, esto es, en el iter ciminis; b) la autoridad puede iniciar la persecución material del individuo si, mediante elementos objetivos le es posible identificarlo y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo el delito denunciado.
33.3. En ese tenor, destacó que si el sentenciado fue detenido por su probable intervención en el delito de robo agravado, un día después de que la conducta fue perpetrada, tal detención resultó ilegal porque no se actualizó alguno de los supuestos de excepción a la libertad que establecía el artículo 16 de la Constitución Federal. En virtud de ello, declaró que si bien dicho aspecto no podía ser reparado en la instancia de control constitucional, si obligaba a determinar si con motivo de dicha violación existían pruebas que se vieran afectadas de ilicitud. Lo que apoyó en el criterio jurisprudencial 1a./J. 45/2013
.
33.4. En consecuencia, el órgano de amparo expuso que si el artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales del Estado de México contemplaba una hipótesis que sobrepasaba el límite contenido en el artículo 16 de la Constitución Federal, en el cual no se admitía otra posibilidad para la configuración de la flagrancia, dicho numeral ordinario resultaba inconstitucional.
33.5. Como consecuencia de lo anterior, el órgano de amparo declaró fundado el concepto de violación expuesto por el quejoso; sin embargo, precisó que ello no implicaba que se debiera ordenar su inmediata libertad, aunque sí, únicamente, determinar si con motivo de dicha violación existían pruebas que se vieran afectadas de licitud. Consideración que apoyó en el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 145/2013, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con rubro: “AMPARO DIRECTO CONTRA LEYES. ALCANCE DE LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA POR LA APLICACIÓN DE UNA NORMA ESTIMADA INCONSTITUCIONAL”
.
33.6. En el citado orden de análisis, el tribunal colegiado concluyó que la única prueba que pudiera tener relación con la ilegal detención era la declaración ministerial del imputado. Lo cual derivaba del hecho de que la privación de la libertad facilitó que el quejoso emitiera su versión sobre los hechos imputados.

33.7. Aclaró que esa relación era de carácter indirecto, porque si bien la detención ilegal favoreció que se recabara la declaración del justiciable; lo cierto era que éste no estaba obligado a emitirla y podía reservarse a realizarla, como aconteció en el caso en torno al robo agravado; aunado a que en esta diligencia el quejoso contó con la asistencia de un defensor de oficio, con lo cual se dotó de legalidad a la actuación ministerial; además, porque al rendir declaración preparatoria ante el juez del proceso, el quejoso ratificó el contenido de su inicial deposado y cuestionó la veracidad de la imputación
, lo cual permitió purgar vicio de legalidad de la actuación ministerial descrita. Por tanto, el concepto de violación relativo resultaba fundado pero inoperante, porque al margen de que la ilegal detención no podía repararse en la instancia constitucional, lo cierto es que tampoco afectó de ilegalidad a los medios de prueba recabados durante la etapa de investigación del delito.
33.8. Enseguida, procedió al análisis a los restantes argumentos de violación El órgano de amparo indicó que la autoridad responsable se apegó a derecho, toda vez que valoró el material probatorio de conformidad con el ordenamiento procedimental de la entidad; por lo que calificó de infundados los conceptos de violación concernientes a dichos tópicos.

33.9. Además, agregó que la estimación del valor de lo robado no pasaba inadvertida, ya que si la Sala Penal tuvo por demostrado el delito, pero no la existencia de la cantidad afirmada por las víctimas como sustraídas, no se afectó la esfera jurídica del quejoso; por tanto, tal aspecto se dejaba intocado y, en consecuencia, la conducta para los efectos de la punición debía de ser analizada en términos de lo que dispone el artículo 289, fracción I, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México abrogado.
33.10. Enseguida, el órgano de control constitucional precisó que las modificativas agravantes se encontraban plena y legalmente acreditadas, al demostrarse la existencia del inmueble relacionado como el lugar de los hechos; además, que el robo se efectuó con violencia, bajo amenaza del uso de una escopeta; cuestiones que fueron atestiguadas por diversas personas.
33.11. Por otra parte, ante la falta de conceptos de violación al respecto, se analizó oficiosamente la acreditación de los elementos del delito de portación de arma prohibida. En cuanto a ello, el tribunal de control constitucional concluyó que la Sala Penal responsable no transgredió los derechos fundamentales del quejoso al tener por acreditado el delito y su plena responsabilidad penal en su comisión. Ello, porque los medios de prueba referidos en la sentencia efectivamente permitían tener por demostrados los hechos relativos al delito de portación de un arma considerada como prohibida y la participación del sentenciado en su ejecución.
33.12. Finalmente, en la sentencia recurrida se consideró correcto el juicio de reproche efectuado por la autoridad responsable, puesto que no se advertía causa de exclusión de licitud, justificación o inimputabilidad a favor del quejoso, que lo pudiera eximir de responsabilidad en la comisión del delito que se le atribuyó y tampoco existía muestra de que la conducta la hubiera desplegado bajo un error esencial de tipo o de prohibición.

34. Agravios. En su escrito de expresión de agravios, el quejoso planteó, en esencia, los siguientes argumentos:

34.1. Es causa de agravio la resolución del tribunal colegiado, por la que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 142 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, que le fue aplicado para validar su detención bajo el supuesto de flagrancia equiparada.
Lo anterior, al considerar el recurrente que el tribunal colegiado pasó por alto que la autoridad judicial responsable realizó una indebida valoración de las pruebas. En su opinión, los medios de convicción con los que se dictó la sentencia de condena, emanaron de un acto inconstitucional ―la detención―, lo cual debería tener trascendencia en el resultado del fallo.

34.2. Luego, si la detención fue con motivo de la comisión de una conducta ilícita distinta ―portación de arma prohibida― y por esa razón quedó a disposición del Ministerio Público; aunado a que dicha autoridad decretó la legalidad de la retención por el delito de robo, con base en el precepto legal tildado de inconstitucional; fue durante ese periodo de retención que se recabaron los medios probatorios que sirvieron de sustento en cada etapa del proceso. Entonces, al declararse la inconstitucionalidad de la norma, el órgano de amparo debía declarar nulo el valor de aquellos medios de prueba obtenidos en ese lapso de tiempo que duró la retención.

34.3. Consecuentemente, afirma el recurrente que el Tribunal Colegiado debió otorgarle el amparo, ante la violación al artículo 16 de la Constitución Federal, tanto por el Ministerio Público como por el juez de la causa, al considerar legal la detención, con la aplicación de un precepto legal que valida la detención bajo el supuesto de flagrancia equiparada.
34.4. Aunado a ello, el juez de la causa no debió tener por actualizada la hipótesis de flagrancia equiparada, pues mediante el decreto de dieciocho de junio de dos mil ocho se reformó el artículo 16 de la Constitución Federal y se estableció que la detención de una persona únicamente puede realizarse en el momento de estar cometiendo un delito o inmediatamente después de haberse perpetrado.
34.5. Además, sostiene el recurrente, que en atención al principio de supremacía constitucional contenido en el artículo 133 de la Constitución Federal, dicha reforma debía aplicarse de manera automática respecto de todas las leyes secundarias, una vez que entró en vigor. Cuestión que no tomó en consideración la autoridad y decretó como legal la detención practicada, con la consecuente violación a los derechos humanos de seguridad jurídica y debido proceso, por la falta de motivación y fundamentación en el acuerdo de detención.
34.6. En consecuencia, considera el recurrente, al momento de resolver la situación jurídica, el juez de la causa debió justificar, de conformidad con el artículo 144 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, que los datos que obraban en el acta de consignación, fueran bastantes y suficientes para determinar que la detención en flagrancia equiparada por el delito de robo agravado, se encontraba apegada al mandamiento descrito en el artículo 16 de la Constitución Federal, lo cual efectivamente realizó, pero de manera contraria al orden constitucional; y, en consecuencia, todas las actuaciones posteriores a la detención tienen carácter de ilegales.
34.7. Adicionalmente, el recurrente indica que de la lectura del acuerdo de detención se puede advertir que no fue capturado al momento de estar cometiendo el delito de robo que se le imputó o inmediatamente después de haberlo cometido, ni mucho menos que se tratara de un caso urgente. Por tanto, es erróneo que el tribunal de amparo considere que los datos de prueba recabados con posterioridad a la detención se ajustaron a derecho. Por el contrario, debieron declararse ilegales, al derivar de un acto privativo de la libertad en el que se violaron las formalidades esenciales del procedimiento; puesto que la detención ocurrió un día después de la formulación de la denuncia del robo, en un lugar diferente y por razón de la comisión de un diverso delito. Circunstancias que ninguna de las autoridades que actuaron a lo largo del procedimiento tomaron en consideración.
34.8. Finalmente, manifiesta que le causa agravio la determinación vertida por el tribunal colegiado recurrido, en el sentido de que los conceptos de violación resultaron fundados pero inoperantes, al pasar por alto la valoración probatoria efectuada por parte de las autoridades que estimaron los datos de prueba recabados con posterioridad a la detención, siendo que éstos no se ajustan a derecho, porque en las actuaciones se dejó de observar lo establecido en los artículos 141, 142 y 144 del código adjetivo de la materia, particularmente en el momento que se decretó la retención, con lo que se violaron los derechos humanos y garantías derivadas de los artículos 16 y 133 de la Constitución Federal.
35. Acorde a la anterior referencia argumentativa, como se mencionó al inicio del presente apartado, la procedencia del recurso del presente recurso de revisión se actualiza, porque en el juicio de amparo directo desde su origen existió un planteamiento genuino de constitucionalidad. Esto es, el quejoso y actual recurrente, en la demanda de amparo planteó la constitucionalidad del numeral 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México (ordenamiento vigente al momento en que se materializó y validó su detención en relación a los hechos por los cuales se le instruyó proceso penal).

36. El cuestionamiento sobre la validez constitucional de la norma procesal penal se basa en controvertir la previsión de la permisión para que pueda ser detenida una persona bajo el supuesto de flagrancia equiparada. Ello, porque se trata de una hipótesis de detención que no está comprendida en el artículo 16 de la Constitución Federal.
37. El quejoso afirmó que la norma procesal tildada de inconstitucional le fue aplicada por la autoridad ministerial y el juez que conoció del proceso penal, a efecto de justificar y validar su detención en relación al delito de robo por el que se le juzgó. Destacó que por ese ilícito no fue detenido al momento en que se cometió o inmediatamente después de la realización, que son los supuestos que caracterizan la detención en flagrancia, en estricto sentido, y tampoco se actualizaba la hipótesis de caso urgente.
38. Ante ello, afirmó el quejoso que la autoridad judicial debió observar lo dispuesto en el artículo 144 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México
, puesto que fue detenido y puesto a disposición del Ministerio Público el dos de septiembre de dos mil diez, con motivo de la comisión del delito de portación de arma prohibida; en cambio, el ilícito penal de robo por el que también fue condenado aconteció un día anterior.
39. El planteamiento de constitucionalidad fue objeto de análisis por parte del tribunal colegiado recurrido, quien lo consideró fundado, en virtud de que la norma procesal penal cuestionada efectivamente resultaba inconstitucional, al contemplar un supuesto de detención que no está comprendido en el artículo 16 de la Constitución Federal, como los casos de excepción que justifican la afectación al derecho humano a la libertad personal: flagrancia, en estricto sentido, y caso urgente.
40. No obstante, el tribunal colegiado terminó por declararlo el citado alegato como inoperante, porque a pesar de subsistir la declaratoria de inconstitucionalidad, en realidad no tenía efectos jurídicos en el caso concreto, porque la invalidez de la detención sustentada en el supuesto de flagrancia equiparada no tenía el alcance de producir la nulidad de las pruebas existentes en la causa penal.
41. En tal sentido, el órgano de control constitucional precisó que la inconstitucionalidad de la norma no implicaba que tuviera el alcance de otorgar la libertad inmediata del quejoso, porque de conformidad con la jurisprudencia 1a./J. 45/2013
, únicamente resultaba procedente el análisis del material probatorio relacionado con la detención ilegal, que de existir debía desestimarse.
42. A partir de la delimitación del posible efecto que pudieran tener impacto en el material probatorio considerado para sustentar la sentencia condenatoria reclamada, el tribunal colegiado analizó los elementos que integraban la indagatoria a fin de determinar si estaban relacionados con la detención ilegal, que en consecuencia debieran considerarse ilícitos. Luego, concluyó que la única prueba que podría tener relación con la detención, que se calificó de ilegal por sustentarse en el supuesto de flagrancia equiparada, aunque en forma indirecta, sería la declaración ministerial rendida por el imputado, en virtud de que la privación de la libertad facilitó que estuviera en posibilidad de emitir su versión sobre los hechos imputados.
43. Sin embargo, precisó el tribunal colegiado resaltó que el detenido no estaba obligado y podía reservarse el derecho a declarar. En el caso, en la diligencia ministerial el quejoso estuvo asistido de un defensor de oficio y se reservó el derecho a declarar en relación al delito de robo que se le imputó. Además, ante el juez de proceso, en declaración preparatoria reconoció la diligencia ministerial referida y cuestionó la veracidad de la imputación, pues afirmó que físicamente estaba imposibilitado para sostener objetos con la mano izquierda y que precisamente el día en que se afirma que se cometió el robo acudió a recibir atención médica por la lesión que presentaba en esa extremidad. En tal sentido, concluyó que no se afectó de ilegalidad ningún medio de prueba obtenido durante la etapa de investigación del delito.
44. Las anteriores consideraciones son materia de impugnación por parte del recurrente, quien no comparte la calificación del planteamiento de inconstitucional, en el sentido de fundado pero inoperante. En su opinión el reconocimiento de la inconstitucionalidad de la norma procesal generaba efectos de mayor amplitud en comparación a la limitación restringida establecida por el tribunal colegiado. Es decir, el recurrente sostiene que la inconstitucionalidad de la norma procesal y, en consecuencia, de la detención justificada bajo el supuesto de flagrancia equiparada, no solamente vulnera el artículo 16 de la Constitución Federal, sino que también implica que todas las actuaciones realizadas con posterioridad a la detención tenían el carácter de ilegales.
45. A partir de lo anterior, se procede a realizar el análisis sobre el fondo del presente asunto, que comprende tanto el estudio de los argumentos relativos a la confrontación de la norma procesal penal ordinaria con la Constitución Federal, como el alcance de los efectos restitutorios del derecho humano violado, como consecuencia de la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma procesal cuestionada (artículo 142, párrafo segundo, del Código Penal para el Estado de México, actualmente abrogado). Lo anterior tiene sustento en el criterio jurisprudencial 2a./J. 114/2006, sostenido por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, bajo el título: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU MATERIA COMPRENDE LOS EFECTOS RESTITUTORIOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA COMO CONSECUENCIA DEL PRONUNCIAMIENTO DE INCONSTITUCIONALIDAD”
.
VI. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

46. Una vez establecido lo anterior, corresponde formular una segunda interrogante, como tema de fondo del asunto, en los siguientes términos:
¿Es correcto que el tribunal colegiado declarara la inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, porque autoriza la detención del inculpado en la modalidad de flagrancia equiparada, a pesar de que dicho supuesto no está contemplado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como una excepción válida para la afectación del derecho humano a la libertad personal?

47. La respuesta a esta interrogante es afirmativa. Esta Primera Sala considera que fue correcto que el Tribunal Colegiado declarara inconstitucional el artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México —ordenamiento expedido mediante decreto 166 de la LIII Legislatura de la entidad, publicado en la Gaceta de Gobierno estatal el veinte de marzo de 2000—. Ello, en virtud de que la porción normativa referida constituye una franca violación al artículo 16, párrafos tercero, quinto y sexto, de la Constitución Federal.
48. Lo anterior, porque la norma procesal establece un supuesto que autoriza la detención de una persona, contra la que existe una imputación o elementos sobre la probabilidad de que haya intervenido en la comisión de una conducta considerada como delito por la ley penal, fuera de los supuestos válidos de afectación al derecho humano de libertad personal establecidos en el orden jurídico constitucional. Lo cual se procede a explicar.
49. De manera preliminar al estudio objeto de la presente ejecutoria, es importante precisar que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado criterio en el sentido de que el análisis sobre la constitucionalidad de una norma debe realizarse de conformidad con los parámetros de regularidad constitucional establecidos en el texto vigente de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al momento de que se realiza el control concentrado de constitucionalidad
.
50. Al tenor de esta directriz, queda excluida cualquier posibilidad de observancia o aplicación del contexto normativo constitucional vigente al momento de cometerse el delito, la detención del quejoso con motivo de la realización de aquél, en que aconteció la violación a derechos humanos que se aduce o, incluso, en que se dictó el acto reclamado en el juicio de amparo. Esto es así, porque no es posible, particularmente en el contexto de derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal, realizar un contraste en control concentrado de constitucionalidad de una norma jurídica apartándose del texto vigente, haciéndolo derivar del momento concreto como parámetro delimitador de la norma constitucional que debe observarse, como acontece si se considera el momento de cometerse el delito, la detención de una persona, el momento en que se actualiza una violación concreta de derechos humanos o en que se dicta el acto que se reclama en el juicio de amparo
.
51. Asumir como válida una práctica contraria conduciría al extremo de reconocer que coexiste en el ámbito jurídico mexicano diversos sistemas constitucionales, identificados por el contenido de las normas constitucionales que se defina por las reformas o modificaciones que se le hayan realizado; cuya vigencia y aplicación estará condicionada al momento en que haya tenido lugar el hecho que actualice el supuesto de aplicación de la norma constitucional en concreto.
52. Por tanto, el único sistema constitucional que puede emplearse para realizar el control de constitucionalidad concentrado al momento de resolver el juicio de amparo es el que constituye derecho positivo y se encuentra vigente; pues no existe otro, en virtud de que la reforma o modificación del texto de una norma constitucional, a partir de que entre en vigor, genera que deje de ser eje rector de aplicación y observancia el contenido anterior, porque ha sido sustituido.
53. Así, el criterio de aplicación del texto o contenido del sistema constitucional vigente al momento en que se ejerce el control constitucional concentrado en el juicio de amparo, evidencia su trascendencia e importancia tratándose de la obligación de todas las autoridades del país de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con el principio de progresividad, como lo dispone el artículo 1, párrafo tercero, de la Constitución Federal. Esto significa que una vez incorporado el reconocimiento de un derecho a la constitución, con lo que se logra avanzar en el ejercicio y tutela de un determinado derecho humano, como estándar mínimo exigible, no debe disminuirse el nivel alcanzado, sino que se debe progresar gradualmente en su cumplimiento
.
54. Una vez establecida la base normativa constitucional con la que corresponde realizar el control concentrado de constitucionalidad, se procede a analizar la determinación asumida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, en el juicio de amparo directo 216/2013, respecto a la inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, porque establece un supuesto que autoriza la detención de una persona, contra la que existe una imputación o elementos sobre la probabilidad de que haya intervenido en la comisión de una conducta considerada como delito por la ley penal, fuera de los supuestos de afectación al derecho humano a la libertad personal establecidos en el orden jurídico constitucional.
55. Para tal efecto, es necesario tener presente el contenido del actual artículo 16, párrafos tercero, quinto y sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El contenido de la norma constitucional es el siguiente:
Artículo 16. …

…
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión
.
…
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder
.
56. Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal como lo destacó el tribunal colegiado recurrido, ya se ha pronunciado sobre la interpretación del artículo 16 de la Constitución Federal, en relación a la protección del derecho humano a la libertad personal y los supuestos constitucionalmente validados para su afectación. Lo cual es trascendente retomar para resolver el presente recurso de revisión.

57. En efecto, a partir de la interpretación del artículo 16, párrafos tercero a séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia al artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el objeto de establecer los supuestos constitucionales que justifican la afectación al derecho humano de libertad personal —orden de aprehensión, flagrancia y caso urgente—, esta Primera Sala fijó las directrices jurídicas siguientes
:
· Supuestos de afectación válida al derecho humano de libertad personal. En términos del régimen de protección constitucional al derecho humano a la libertad personal, la restricción que genera su afectación válida, mediante la detención de la persona ante el señalamiento de que participó en la comisión del delito, por regla general, debe estar precedida por una orden de aprehensión. Sin embargo, también constituyen supuestos que justifican la afectación al derecho humano de libertad personal las detenciones que derivan de los casos de flagrancia y urgencia, pero son excepcionales. Ello, porque para la configuración de la flagrancia se requiere que, de facto, ocurra una situación particular y atípica; mientras que en el caso urgente la actualización de condiciones apartadas de lo ordinario derivadas del riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia.
Es este sentido, el escrutinio judicial constituye una condición rectora y preferente en el régimen de detenciones; es decir, una especie de regla primaria, cuya ejecución debe ser privilegiada siempre que sea posible. De ahí que, en principio, toda detención debe estar precedida por una autorización emitida por un juez, tras analizar si la solicitud de la autoridad ministerial para aprehender a un individuo cumple con las formalidades requeridas por la Constitución Federal. Sin embargo, no existe tal posibilidad cuando se actualizan los supuestos excepcionales previstos por el mismo artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
· Concepto constitucional de flagrancia. Por delito flagrante debe entenderse aquel (y sólo aquel) que brilla a todas luces, que es tan evidente e inconfundible que cualquiera es capaz de apreciarlo por los sentidos y llegar a la convicción de que se está en presencia de una conducta prohibida por la ley. De ahí que, ante un delito flagrante, cualquier persona puede detener al sujeto activo del delito, pues tanto particulares como autoridades pueden apreciar la comisión del delito, sin que para ello tenga relevancia si alguno de ellos cuenta con una investidura determinada. La flagrancia siempre es una condición que se configura ex ante a la detención.

· Parámetros de actuación que debe observar la autoridad en la afectación al derecho humano de libertad personal. La policía no tiene facultades para detener ante la sola sospecha de que alguien pudiera estar cometiendo un delito o de que estuviera por cometerlo o porque presuma que esté involucrado en la comisión de un delito objeto de investigación, si no cuenta con una orden de detención del órgano ministerial y tampoco puede detener para investigar. La referencia a una actitud sospechosa, nerviosa o a cualquier motivo relacionado con la apariencia de una persona, no es causa válida para impulsar la detención bajo el concepto de flagrancia. Este supuesto de detención siempre tiene implícito el elemento de sorpresa (tanto para los particulares que son testigos como para la autoridad aprehensora). De manera que si esta condición no se presenta, como cuando ya se inició la investigación, la detención requiere estar precedida por el dictado de una orden de aprehensión.

Incluso, tratándose de denuncias informales, las cuales no se rinden ante el Ministerio Público en las condiciones de regularidad formal que deben operar ordinariamente, cuando la policía recibe información de que en un lugar público se está cometiendo o se acaba de cometer un delito, debe actuar de acuerdo a los parámetros previstos constitucionalmente. Así, en caso de que los supuestos excepcionales de afectación a la libertad personal no se actualicen, deberá informar a la autoridad ministerial a efecto de que ésta, con los elementos de información que tenga disponibles, solicite a la autoridad judicial que libre una orden de aprehensión contra quien sea señalado como probable responsable. Aunque por la urgencia que caracteriza a las circunstancias descritas, no es necesario que la policía espere a recibir la autorización judicial para desplegarse hasta el lugar de los hechos a fin de detener la comisión del delito y aprehender al sujeto activo. El orden constitucional autoriza al Ministerio Público a expedir la orden de detención en caso urgente, siempre que se colmen los supuestos que la configuran.
· Validez de la detención por flagrancia. A partir de los parámetros jurídicos precisados, para que una detención en flagrancia pueda considerarse válida, en correspondencia formal y material con la normativa que rige el actuar de la policía, tiene que ceñirse al concepto constitucional de flagrancia y darse alguno de los siguientes supuestos: a. La autoridad puede aprehender al aparente autor del delito si observa directamente que la acción se está cometiendo en ese preciso instante, esto es, en el iter criminis; o, b. La autoridad puede iniciar la persecución del aparente autor del delito a fin de aprehenderlo si, mediante elementos objetivos, le es posible identificarlo y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo el delito denunciado.

· Control judicial de las detenciones. La trascendencia del control judicial que debe realizarse, respecto a la afectación al derecho de libertad personal en el supuesto de flagrancia, impone que la revisión debe ser especialmente cuidadosa, pues el descubrimiento de una situación de ilegalidad desencadena el reproche y la exigencia de responsabilidad que jurídicamente correspondan. Por tanto, el juez tendrá que ponderar si la autoridad aprehensora contaba con datos suficientes que le permitieran identificar con certeza a la persona acusada; así como, evaluar el margen de error que pudo haberse producido tomando como base la exactitud y precisión de los datos aportados por la denuncia, cuando ésta es informal.

· Responsabilidad derivada de la violación constitucional. La responsabilidad penal y administrativa que pudiera ser imputable a las autoridades policiacas aprehensoras, por efectuar una detención fuera de los supuestos de flagrancia o caso urgente, establecidos en la Constitución Federal como supuestos que justifican la restricción al derecho de libertad personal de los gobernados, podrá reclamarse en la vía legal respectiva.

58. La enunciación de las directrices anteriores, constituye la base para hacer referencia al desarrollo argumentativo realizado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para fijar los alcances de la interpretación constitucional restringida al régimen de validez de las detenciones que justifican la afectación al derecho humano a la libertad personal.

59. Al respecto, cabe indicar que a juicio de esta Sala, el orden en que el constituyente permanente situó estos supuestos no es casual. De manera que, en términos constitucionales, existe el deber por parte de todas las autoridades del Estado Mexicano de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Constitución Federal; lo cual comprende el derecho humano a la libertad personal de los gobernados.
60. En este sentido, la libertad personal de los individuos no puede ser restringida, salvo por los supuestos claramente establecidos en el artículo 16 de la Constitución Federal, que es acorde al contenido dispuesto por los artículos 9 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 7, puntos 1 a 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Sobre esta premisa, en el orden jurídico constitucional vigente, la posibilidad de afectación al derecho a la libertad personal, solamente puede actualizarse en tres supuestos.
61. El primero supuesto configura la única regla general, que exige la preexistencia de una resolución emitida por judicial, que tenga el carácter de orden de aprehensión cuya expedición cumpla con los presupuestos exigidos por la norma constitucional. A saber, esté precedida por una denuncia o querella, respecto de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. Los restantes supuestos, en estricto sentido, son las únicas excepciones admisibles frente a la regla general. Se trata de las detenciones por flagrancia y caso urgente.
62. Por ello, es que esta Primera Sala ha establecido un régimen estricto para la verificación de validez en el control constitucional de las detenciones. El cual debe obedecer a una conceptualización restringida e inequívoca de los supuestos que en términos constitucionales justifican una afectación al derecho humano de libertad personal.
63. Es así como es posible partir de la base que el escrutinio judicial es la condición rectora y preferente en el régimen de detenciones, porque así lo estableció el legislador, a fin de excluir la posibilidad de prácticas de detenciones ilegales o arbitrarias. Lo cual obedece a que es el juez ―por su posición de independencia orgánica y su función de contrapeso con respecto a los demás poderes del Estado― quien mejor puede cumplir con la encomienda de anteponer el respeto de los derechos humanos de los gobernados y dar eficacia a la Constitución Federal. Así, mientras el Ministerio Público tiene el deber de perseguir el delito y, por tanto, tiene interés en que las detenciones se ejecuten; es la autoridad judicial quien tiene el llamado institucional de fungir como un contrapeso, esto es, como un tercero imparcial, capaz de invalidar detenciones contrarias a los derechos recogidos por la Constitución.
64. Por tanto, el escrutinio judicial en materia de detenciones, que se ejerce a través de la orden de aprehensión, es una especie de regla primaria, cuya ejecución debe ser privilegiada en todos los casos. A menos, por las condiciones particulares y excepcionales del caso, ello sea lógica y materialmente imposible. Sin embargo, esta condición de excepcionalidad requiere una conceptualización sumamente delimitada, de manera que no sea posible justificar u ocultar en su aplicación, verdaderas detenciones ilegales o arbitrarias.

65. Es por lo anterior que esta Primera Sala estableció que, de acuerdo al orden constitucional, solamente existen dos excepciones a la regla de afectación del derecho humano a la libertad personal —orden de aprehensión—, la detención por flagrancia y el caso urgente. De conformidad con el texto constitucional la definición de los supuestos de excepción parece simple.

66. Una detención en flagrancia se actualiza, cuando el indiciado es detenido, por cualquier persona o agentes de alguna autoridad del Estado, (1) el momento en que esté cometiendo un delito o (2) inmediatamente después de haberlo cometido. En cambio, la detención motivada por caso urgente, no está determinada por factores de materialidad temporal en relación al momento en que se comete el delito; sin embargo, para su validez constitucional requiere que se cumplan plenamente los presupuestos fácticos y jurídicos siguientes: a) el Ministerio Público emita la orden de detención, en la que funde y exprese los indicios que motiven su proceder; b) que el mandato se refiera a un delito grave así calificado por la ley; c) exista el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia; y, d) siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia.
67. Así, mientras la flagrancia está condicionada por factores de materialidad temporal en relación al momento de consumación de la conducta constitutiva de un delito; al caso urgente se imponen una serie de condicionantes que requieren la intervención y justificación jurídica por parte del Ministerio Público, pues se parte de la base de la excepcionalidad de la orden de detención. De ahí que la detención por caso urgente deba estar precedida de un escrutinio estricto de justificación por parte del órgano de Estado que tiene facultades constitucionales para la persecución de los delitos. De tal manera que si no existe actualización y concurrencia ex ante de todos los elementos presupuestales que justifican la detención por caso urgente, la afectación al derecho humano de libertad personal del gobernado se torna indudablemente en ilegal y arbitraria.
68. Sin embargo, la practicidad interpretativa que permite delinear el supuesto de detención por caso urgente, que en apariencia se torna como de comprensión simple, es muy diferente cuando lo que se pretende delimitar con rigor constitucional el supuesto de detención excepcional por flagrancia. Es por ello, que esta Primera Sala, para determinar el sentido de la interpretación del concepto de flagrancia consideró necesario tomar con punto de partida el análisis de los antecedentes históricos y legislativos de la norma constitucional, dentro de su propio contexto evolutivo, para así definir el carácter restrictivo de las condiciones fácticas que actualizan el supuesto excepcional de afectación al derecho de libertad personal.

69. Bajo el contexto metodológico de interpretación de la norma constitucional, esta Primera Sala delimitó como objeto de análisis determinar ¿qué significado constitucional tiene el concepto de flagrancia?

· Previsión histórica general desde la Constitución de mil ochocientos cincuenta y siete
.
· Antecedente de la inserción constitucional por el constituyente de mil novecientos diecisiete, cuyo texto se mantuvo hasta la reforma del tres de septiembre de mil novecientos noventa y tres
.
· Texto constitucional vigente de septiembre de mil novecientos noventa y tres, hasta antes de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho
.
· Contenido normativo vigente, a partir de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho
.
70. La revisión legislativa permitió a esta Primera Sala advertir que la previsión de la figura jurídica de flagrancia, como supuesto que autoriza la detención excepcional de una persona sin orden judicial, se ha mantenido incólume. Por lo que no era el problema determinar las razones por las cuales formaba parte del orden jurídico constitucional, sino el determinar cuál era su contenido y alcance para efectos de tutelar al máximo la libertad de los individuos frente a una restricción excepcional de la libertad personal.

71. Es por ello que ante la falta de definición del contenido conceptual de la flagrancia esta Suprema Corte de Justicia de la Nación generó la interpretación constitucional respecto al alcance significativo de la figura jurídica. Lo cual se fue generando desde la Quinta Época (1917-1957), para establecerse que un delito flagrante se configura cuando (y sólo cuando) se está cometiendo actual y públicamente; esto es, cuando el autor es visto y sorprendido por testigos mientras consuma la acción, sin que pueda huir. Por tanto, en sentido contrario, una detención en flagrancia no podía ser aquélla en la que se detiene a una persona con fundamento en una simple sospecha sobre la posible comisión de un delito. Con ello, a la connotación del término flagrancia se le dotó de un sentido realmente restringido y acotado, con un claro favorecimiento del alcance del derecho a la libertad personal.
72. Al margen de lo anterior, con el paso del tiempo, algunos órganos legislativos locales y el Congreso de la Unión, sin que existiera un cambio en el texto constitucional, mediante reformas a normas procesales penales le asignaron al concepto de flagrancia una connotación que se apartó del contexto restringido previamente establecido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de la interpretación constitucional. Lo cual se reflejó en los ordenamientos procesales penales, a los que se incorporó la figura ampliamente conocida en la doctrina y la praxis como flagrancia equiparada, que se distingue por admitir que el supuesto fáctico de la flagrancia comprende un número de horas completamente desvinculado con el momento preciso en que se está cometiendo la conducta delictiva
.
73. Por lo anterior, es importante destacar la trascendencia de la reforma constitucional de dieciocho de junio de dos mil ocho, porque implicó que el legislador constitucional permanente introdujera, por primera ocasión, una definición del concepto jurídico de flagrancia para efectos de validar una detención, como excepción a la existencia de mandato judicial. El cambio constitucional obedeció a la intención expresa del órgano legislativo de delimitar un concepto de flagrancia, para erradicar la posibilidad de que en la legislación secundaria se introdujera la flagrancia equiparada y, con ello, evitar abusos contra la libertad personal deambulatoria de los individuos. Al mismo tiempo, el legislador reconoció que la falta de especificidad en la descripción constitucional generó un contexto que calificó de laxo o permisivo y por ellos optaba por su modificación.
74. El consenso fue claro y amplio para rechazar que se dotara de un alcance amplio a las excepciones de detención sin orden judicial, como lo establecía la flagrancia equiparada. El once de diciembre de dos mil siete, en la Cámara de Diputados, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia presentaron el dictamen que contenía el decreto de reforma constitucional con las siguientes consideraciones:
Honorable Asamblea:

Estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia […] someten a la consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el presente dictamen, basándose en las siguientes: 

Consideraciones

[…]

Definición de flagrancia

El concepto de flagrancia en el delito, como justificación de la detención de una persona, sin mandato judicial, es universalmente utilizado, sólo que el alcance de ese concepto es lo que encuentra divergencias en las diversas legislaciones. Es aceptado internacionalmente que la flagrancia no sólo consiste en el momento de la comisión del delito, sino también el inmediato posterior, cuando se genera una persecución material del sujeto señalado como interviniente en el delito, de manera que si es detenido en su huida física u ocultamiento inmediato, se considera que aplica la flagrancia y por tanto, se justifica la detención.

Este alcance de la flagrancia no genera mayores debates, pero existe otra visión de la citada figura, que es la conocida como flagrancia equiparada, consistente en la extensión de la oportunidad de detención para la autoridad durante un plazo de cuarenta y ocho o hasta setenta y dos horas siguientes a la comisión de un delito calificado como grave por la ley, y una vez que formalmente se ha iniciado la investigación del mismo, cuando por señalamiento de la víctima, algún testigo o participante del delito, se ubica a algún sujeto señalado como participante en el ilícito penal, o se encuentran en su rango de disposición objetos materiales del delito u otros indicios o huellas del mismo, situación que los legisladores secundarios han considerado como justificante para detener a la persona sin orden judicial, y retenerlo para investigación hasta cuarenta y ocho horas, antes de decidir si se le consigna al juez competente o se le libera con las reservas de ley.

Si bien se entiende que la alta incidencia delictiva que aqueja a nuestro país ha generado la necesidad de nuevas herramientas legales para la autoridad, de manera que pueda incrementar su efectividad en la investigación y persecución de los delitos, se estima que se ha incurrido en excesos en la regulación del concepto de flagrancia, al permitir la referida flagrancia equiparada, toda vez que posibilita detenciones arbitrarias por parte de las autoridades policiales, cuando el espíritu de nuestra Constitución es que la flagrancia sólo tiene el alcance al momento de la comisión del hecho y el inmediato siguiente, cuando se persigue al indiciado.

Bajo esta premisa, se juzga adecuado explicitar el concepto de flagrancia, señalando su alcance, que comprendería desde el momento de la comisión del delito, es decir el iter criminis, hasta el período inmediato posterior en que haya persecución física del involucrado. Consecuentemente, el objetivo es limitar la flagrancia hasta lo que doctrinariamente se conoce como "cuasiflagrancia", a fin de cerrar la puerta a posibles excesos legislativos que han creado la flagrancia equiparada, que no es conforme con el alcance internacionalmente reconocido de esta figura.

Lo expuesto se justifica si consideramos que el espíritu de la reforma es precisar a todos los habitantes del país los casos en que pueden ser detenidos por cualquier persona, sin tener una orden judicial y sin una orden de detención por caso de urgencia expedida por la autoridad administrativa, con la finalidad de no dejar resquicios para posibles arbitrariedades, más aun cuando se ha incrementado la posibilidad de obtener una orden judicial de aprehensión al reducir el nivel probatorio del hecho y de la incriminación.

En ese orden de ideas, se determina procedente delimitar el alcance de la flagrancia como justificante de la detención del involucrado en un hecho posiblemente delictivo, de forma que sólo abarque hasta la persecución física del indiciado inmediatamente después de la comisión del hecho con apariencia delictiva. [énfasis añadido]
75. En el dictamen aprobado por la Cámara de Diputados ―enviado para su discusión y aprobación a la Cámara de Senadores― se incluyó la descripción de la flagrancia que hoy está contenida en el quinto párrafo del artículo 16 de la Constitución Federal
.El trece de diciembre, en la Cámara de Senadores, se sometió a aprobación el dictamen aprobado por la Cámara de Diputados; ocasión en la que se reiteraron las consideraciones enviadas por ésta y se concluyó que se coincidía con el concepto de flagrancia propuesto
.
76. Aunque es oportuno destacar que, la delimitación conceptual y de los alcances de la flagrancia, por parte de legislador constitucional permanente, estuvo motivada también por la pretensión de erradicar la práctica de detenciones ilegales y arbitrarias en el país, que ya habían sido destacadas en el Informe del Grupo de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas sobre la Detención Arbitraria, con motivo de la visita realizada a México en noviembre de dos mil dos (informe publicado el diecisiete de diciembre de dos mil dos)
. En el informe se destacan las condiciones en que México acataba la prohibición contenida en el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
.
77. Como resultado de la visita el Grupo informó que si bien se había encontrado en las autoridades apertura y deseo de mejorar el control de las detenciones, persistían dificultades para poner en práctica los medios para combatir la arbitrariedad. Dos fueron los supuestos que destacó para sostener la anterior afirmación: “la presunción de inocencia que no está expresamente establecida en la legislación, y la figura de la "flagrancia equiparada" que otorga una suerte de "cheque en blanco" para detener a las personas.”

78. Y en el capítulo relativo a “temas de preocupación” resaltó lo siguiente:
“[…] B. Relación entre flagrancia equiparada y detención arbitraria.
39. La "flagrancia equiparada" reposa sobre una concepción extensiva del concepto de "flagrancia" que permite detener a una persona no sólo cuando la comisión del delito es actual y en esa circunstancia su autor es descubierto, o cuando el delito acaba de cometerse, sino cuando la persona, durante el período de 72 horas que sigue a la comisión del delito, es sorprendida con objetos, huellas o indicios que revelan que acaba de ejecutar el delito. El delito ha sido cometido y la persona es detenida después de ser descubierta y perseguida. La consecuencia de la "flagrancia equiparada" es que permite arrestos sin orden judicial sobre la base de simples denuncias o declaraciones testimoniales, tal como el Grupo de Trabajo pudo comprobar en sus entrevistas con numerosos detenidos. Este supuesto de flagrancia es incompatible con el principio de la presunción de inocencia y genera tanto riesgos de detenciones arbitrarias como de extorsiones. […]” [énfasis añadido]
79. Como se puede apreciar, los actores del proceso de reforma constitucional tuvieron en cuenta la observación y determinaron limitar la posibilidad de legitimar detenciones no autorizadas judicialmente, bajo la excusa de que se trata de detenciones en flagrancia, cuando lo cierto es que no obedecían a la concepción restringida que mediante interpretación constitucional ya le había asignado esta Suprema Corte.

80. Es así como, a partir de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho, en la norma constitucional se vuelve a incorporar la calificación de inmediatez para efectos de la detención en flagrancia
. Por ello, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que un delito flagrante es aquél (y sólo aquél) que brilla a todas luces. Es tan evidente e inconfundible que cualquiera es capaz de apreciarlo por los sentidos y llegar a la convicción de que se está en presencia de una conducta prohibida por la ley. En consecuencia, para reconocerlo no se necesita ser juez, perito en derecho o siquiera estar especialmente capacitado: la obviedad inherente a la flagrancia tiene una correspondencia directa con la irrelevancia de la calidad que ostenta el sujeto aprehensor.
81. Esta nueva interpretación (obligada por la reforma de dos mil ocho) vuelve a dar sentido a la idea de que, ante un delito flagrante, cualquiera puede detener al sujeto activo del delito; porque ―como se ha insistido― tanto particulares como autoridades pueden apreciar la comisión del delito sin que para ello tenga relevancia si alguno de ellos cuenta con una investidura o facultad legal determinada para actuar en una detención bajo el supuesto de delito flagrante.
82. En esta línea de análisis, esta Primera Sala ha sido enfática en precisar que  la flagrancia siempre es una condición que se configura al momento en que se realiza la detención. De ahí que la policía no tiene facultades para detener a una persona ante la sola sospecha de que pudiera estar cometiendo un delito o de que estuviera por cometerlo; y, tampoco puede detener para investigar ante la sospecha de que ha cometido un delito.
83. Por tanto, queda excluida la referencia a una actitud sospechosa, nerviosa o a cualquier motivo relacionado con la apariencia de una persona, como causa válida para impulsar una detención amparada bajo el concepto “flagrancia”. Porque, se insiste, la flagrancia como supuesto que justifique un supuesto de excepción a la detención de una persona sin orden judicial, tiene implícito un elemento sorpresa (tanto para los particulares que son testigos como para la autoridad aprehensora); por lo que si no está presente el elemento sorpresa ―porque ya se ha iniciado una investigación que arroja datos sobre la probable responsabilidad de una persona― la detención requiere estar precedida por el dictado de una orden de aprehensión.
84. En resumen, esta Primera Sala ha precisado que para efecto de tener como válida una detención en flagrancia (es decir, guardar correspondencia formal y material con la normativa) tiene que ceñirse al concepto constitucional de flagrancia que fue delimitado por la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho, en el párrafo quinto del artículo 16 de la Constitución Federal. Lo que implica que debe actualizarse alguno de los siguientes supuestos:
· La persona o agente de alguna autoridad del Estado que realice la detención del aparente autor del delito haya observado directamente que la acción se está cometiendo en ese preciso instante, esto es, en el iter criminis.

· La persona o agente de alguna autoridad del Estado puede iniciar la persecución del aparente autor del delito a fin de aprehenderlo si, mediante elementos objetivos, le es posible identificarlo y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo un delito.
85. Una vez precisado lo anterior, para efectos de agotar la comprensión del concepto de flagrancia, esta Primera Sala considera necesario determinar el alcance de la expresión “inmediatamente después de haberlo cometido”, como condición de validez de una detención bajo el supuesto de flagrancia.

86. Del contenido de la norma constitucional en análisis, queda claro que la detención por flagrancia, en la concepción restringida dotada por el legislador constitucional ordinario, solamente admite dos supuestos de actualización: a) cuando se realiza en el momento preciso en que se está cometiendo un delito; y, b), inmediatamente  después de haber cometido el delito. Sobre la aplicación de la primera hipótesis no existen dudas sobre su actualización, puesto que ya existe un amplio análisis y comprensión legislativa y judicial. El segundo supuesto si puede presentar algunos problemas de interpretación, en tanto que implica determinar la extensión de la inmediatez.
87. Por ello surge una interrogante por responder ¿cuál es el alcance de la expresión inmediatamente después de cometer un delito que autoriza la detención de una persona bajo el supuesto de flagrancia?
88. La respuesta está otorgada por el legislador constitucional permanente, quien en el documento presentado por las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia de la Cámara de Diputados, el once de diciembre de dos mil siete, precisó que de acuerdo al “espíritu de nuestra Constitución es que la flagrancia sólo tiene el alcance al momento de la comisión del hecho y el inmediato siguiente, cuando se persigue al indiciado … se determina procedente delimitar el alcance de la flagrancia como justificante de la detención del involucrado en un hecho posiblemente delictivo, de forma que sólo abarque hasta la persecución física del indiciado inmediatamente después de la comisión del hecho con apariencia delictiva”.

89. De manera que la única posibilidad para que, en términos constitucionales, pueda validarse la legalidad de la detención de una persona, en el supuesto de flagrancia y cuando la captura no se realice al momento en que se está cometiendo el delito, se actualiza cuando el indiciado es perseguido físicamente después de haber cometido o participado en la perpetración de la acción delictiva.
90. Consecuentemente, para que la detención pueda considerarse constitucional, es necesario que derive de la intervención inmediata del aprehensor, al instante subsecuente de la consumación del delito, mediante la persecución material del inculpado. Por lo que no puede mediar alguna circunstancia o temporalidad que diluya la inmediatez con que se realiza la persecución que lleva a la detención del probable responsable, en relación al delito que acaba de realizar. En otras palabras, la inmediatez está referida a una actuación continua, sin dilación o interrupción por parte de quien realiza la detención, que va del momento en que se perpetra el delito a aquél en que es capturado el indiciado
.
91. Sin embargo, lo anterior solamente es posible en la medida en que la persecución material del indiciado es realizada por la propia víctima, testigos o agentes de una autoridad del Estado, luego de haber presenciado la comisión del delito; pues la posición que guardan frente al hecho privilegia su actuación para tener clara la identificación de la persona que cometió la acción delictiva y detenerla sin riesgo de error, confusión o apariencia. Pero también, cuando a pesar de que la persona que logra la detención material no presenció la ejecución del delito, en el mismo contexto gramatical de la expresión de inmediatez, tiene conocimiento de hecho acontecido y de los datos que permiten identificar al probable responsable, ya sea porque se los aporte la víctima o algún testigo una vez que se perpetró el ilícito; por lo que ante el señalamiento directo de la persona que debe aprehenderse o con el aporte de datos idóneos que permiten su identificación inmediata, la persona que realiza la detención procede a la persecución inmediata del inculpado y lo captura, evitando con ello que se evadiera.
92. En consecuencia, cualquier detención que se pretenda justificar bajo el supuesto de flagrancia, si no cumple con las condiciones rígidas que establece el artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos, cuya interpretación y alcance ha determinado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, como parámetro mínimo de actuación del Estado, en términos de lo dispuesto por los artículos 9 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
, 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
, 7, puntos 1 a 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, tendrá el carácter de una detención ilegal y arbitraria.
93. Conclusión que es acorde al contenido de la tesis aislada 1ª. CC/2014, emitida por esta Primera Sala, con el rubro: “FLAGRANCIA. LA DETENCIÓN DE UNA PERSONA SIN EL CUMPLIMIENTO IRRESTRICTO DEL MARCO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL QUE REGULA AQUELLA FIGURA, DEBE CONSIDERARSE ARBITRARIA”
.
94. Establecido lo anterior, regresemos al cuestionamiento que nos ocupa en el presente apartado. El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, en el juicio de amparo directo 216/2013, resolvió que el artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, es inconstitucional porque establece el supuesto de flagrancia equiparada, como excepción para validar la detención de una persona sin orden judicial. Resolución que esta Primera Sala considera correcta, en virtud de que la porción normativa de la norma procesal referida, representa una violación directa al artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos, al establecer un margen de comprensión mayor al concepto restringido de flagrancia establecido en el orden jurídico constitucional, como supuesto de afectación justificado al derecho humano a la libertad personal.
95. En efecto, el artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, que es el ordenamiento vigente al momento en que fue detenido el quejoso y recurrente ―dos de septiembre de dos mil diez―, mismo que se aplicó para justificar la detención por parte del Ministerio Público y al realizar el control judicial de la detención por parte del juez que conoció del proceso penal, calificándola de legal, es el siguiente:
Artículo 142. Existe flagrancia cuando la persona es detenida en el momento de estar cometiendo el hecho, o bien, cuando el indiciado es perseguido material, ininterrumpida e inmediatamente después de ejecutado.

Se equipara a la existencia de flagrancia, cuando la persona es señalada como responsable por la víctima, algún testigo presencial de los hechos, o por quien hubiera participado con ella en su comisión; o se encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto del delito, o bien, aparezcan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su participación en el hecho; siempre y cuando el mismo pueda ser constitutivo de delito grave, y no haya transcurrido un plazo de setenta y dos horas desde el momento de la comisión de los hechos probablemente delictivos.

Cuando una persona fuere detenida en flagrancia, deberá ser puesta sin demora a disposición del Ministerio Público; si no lo hubiere en el lugar, a la autoridad inmediata, quien con la misma prontitud lo entregará al agente del Ministerio Público más próximo.

El Ministerio Público, una vez recibido el detenido:

I. Determinará su detención y no podrá retenerlo por más de cuarenta y ocho horas o de noventa y seis cuando se trate de delincuencia organizada, a fin de investigar los hechos y la participación del indiciado; o

II. Si de los datos que obren en la indagatoria, es procedente ejercitar acción penal, al acreditarse los elementos del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, hará la consignación al juez competente; en caso contrario, ordenará su inmediata libertad.

Si para integrar la averiguación previa fuere necesario mayor tiempo del señalado en la fracción I, el indiciado será puesto en libertad sin perjuicio de que la indagación continúe.
96. En términos de lo previsto por el párrafo segundo del numeral transcrito, en el caso de delitos graves, las personas pueden ser detenidas dentro de las setenta y dos horas posteriores a la comisión del hecho delictivo, cuando sean señaladas como responsables por la víctima, por algún testigo o quien hubiese participado con ellos, cuando se encuentre en su poder el instrumento o producto del delito, o aparezcan huellas o indicios que indiquen su participación en éste.
97. De tal forma, la porción normativa de mérito amplía a setenta y dos horas ―bajo los supuestos que enuncia― el período en que puede considerarse que se está en presencia de una detención en flagrancia, por lo que dentro de ese plazo podrá detenerse a una persona, contra la que existe una imputación o elementos sobre la probabilidad de que haya intervenido en la comisión de una conducta considerada como delito por la ley penal.
98. Lo que evidentemente, constituye un supuesto de detención personal que no está comprendido en el artículo 16 de la Constitución Federal, por el que únicamente está autorizada la detención de una persona posiblemente responsable de la comisión de un delito, mediante orden judicial de aprehensión, orden del Ministerio Público en su supuesto de caso urgente, y la que puede realizarse por cualquier persona bajo la connotación restringida de flagrancia —en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido—. En consecuencia, por lo que hace a este tópico, se reitera, fue correcta la declaratoria de inconstitucionalidad.
99. En relación a la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas procesales penales que establecen el supuesto de detención de flagrancia equiparada, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha pronunciado en el mismo sentido que en la presente ejecutoria
, en relación al artículo 106, párrafo tercero del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California
.
100. Tercera interrogante. Una vez analizada la declaratoria de inconstitucionalidad sostenida en la sentencia recurrida por el órgano de control constitucional, corresponde verificar la impugnación de los efectos derivados de dicho pronunciamiento, lo que origina la pregunta siguiente:

¿Es correcto el alcance determinado por el tribunal colegiado, al resolver en amparo directo, respecto a que la inconstitucionalidad de la norma procesal, tiene como efecto en el proceso penal que se declare la ilegalidad de la detención y únicamente la exclusión de las pruebas directamente relacionadas con la misma, pero no la anulación de todas las actuaciones ministeriales y la concesión del amparo para que se ordene la libertad del quejoso?

101. La respuesta que corresponde a este cuestionamiento es negativa. El análisis de esta interrogante necesariamente conduce a revisar las conclusiones asumidas por el órgano de control constitucional recurrido, que inciden en los efectos que produce la actualización de la citada violación constitucional.
102. El tribunal colegiado de circuito sostuvo que la declaratoria de inconstitucionalidad no implicaba decretar la inmediata libertad del quejoso, quien en relación al delito de robo por el que se le instruyó proceso penal estaba probado que fue detenido de forma ilegal, bajo el supuesto de flagrancia equiparada, en contravención al artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Federal. Sino que debía realizar un análisis para emitir un pronunciamiento integral sobre la constitucionalidad de la sentencia definitiva reclamada en amparo directo.
103. En este sentido, el tribunal colegiado afirmó que la violación por la detención ilegal no podía ser reparada en la instancia constitucional, pero obligaba a determinar si con motivo de ella existen pruebas que estén afectadas de ilicitud. Luego, a partir de la delimitación de los efectos, concluyó que en caso concreto la única prueba que pudiera tener relación con la ilegal detención era la declaración ministerial que rindió el quejoso, en el entendido de que la privación de la libertad facilitó que emitiera su versión sobre los hechos.

104. En consecuencia, al existir una relación indirecta entre la detención ilegal y la obtención de la declaración ministerial del quejoso. Sin embargo, no procedía declarar la ilegalidad del medio de prueba en atención a las circunstancias siguientes: a) el detenido no estaba obligado a declarar, como aconteció, que se reservó el derecho en relación a la imputación por del delito de robo; b) en la diligencia contó con la asistencia del defensor de oficio; y, c) ante la autoridad judicial, al rendir declaración preparatoria, ratificó el contenido de la diligencia ministerial y negó la acusación, al argumentar que no podría sujetar cosas con la mano izquierda y estaba en atención médica; con lo que se purgó cualquier vicio de ilegalidad previo. Éstas fueron las razones por las cuales el tribunal colegiado resolvió que la violación derivada de la detención ilegal del quejoso no afectó la legalidad de las pruebas obtenidas en la etapa de investigación del delito. Y, en consecuencia, declaró fundado pero inoperante el concepto de violación relacionado con los efectos nulificantes de las pruebas que sustentan la condena por el delito de robo.
105. Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que existen determinadas violaciones a derechos humanos, pero en particular, que afectan la libertad personal, que se suscitan con motivo de la persecución o en la investigación de los delitos, cuyo análisis es procedente realizarlo en el juicio de amparo. Ello, con total independencia de que la afectación material sobre la libertad no pueda tener efectos resarcitorios, porque haberse consumado la afectación de manera que ya no es reparable o porque la restricción de la libertad personal ya no depende del acto ilícito que la originó, sino de una determinación judicial posterior que la sustituye
.
106. Esto es particularmente visible en lo que se refiere al régimen de detenciones. Ya sea porque la afectación a la libertad personal derive de acciones que no son compatibles con los supuestos de validez autorizados por el orden jurídico constitucional, relacionados con la comisión de un delito; o, se trate de acciones que ni siquiera tienen relación con la persecución e investigación de hechos delictivos, pues ello las torna arbitrarias.
107. Al resolver la contradicción de tesis 68/2009, esta Primera Sala estableció que es procedente analizar en el amparo directo las violaciones cometidas en la averiguación previa, entre las que se ubican la obtención de pruebas ilícitas, la negativa para facilitar los datos solicitados por la defensa y que consten en el proceso, así como la transgresión a la garantía de defensa adecuada. Así, en caso de que éstas se actualicen, no amerita la reposición del procedimiento sino la invalidez de la prueba recabada ilegalmente
. Criterio que se refrendó, al establecer que cualquier transgresión cometida en la averiguación previa constituye una violación procesal que deja sin defensa al gobernado
.
108. Posteriormente, al resolver el amparo directo en revisión 997/2012, en relación al régimen de detenciones previstas en el orden jurídico constitucional —flagrancia y caso urgente—, esta Primera Sala estableció que las violaciones cometidas en la detención, son susceptibles de analizarse en amparo directo. El punto central que importa resaltar para el presente caso, es la afirmación en el sentido de que el artículo 16 de la Constitución Federal establece algunas excepciones que implican la restricción al derecho a la libertad personal, específicamente en las detenciones por flagrancia o caso urgente, derivadas de la existencia de elementos que permiten atribuir a una persona su probable responsabilidad en la comisión de un hecho calificado como delito por las leyes penales. Sin embargo, se destacó, para que dicha excepción sea constitucionalmente válida, debe satisfacer ciertas condiciones de legalidad, de ahí que el órgano de control constitucional esté en condiciones de verificar si la prolongación injustificada de la detención policiaca sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial o sin cumplir los requisitos constitucionales que justifican el caso urgente, generó la producción e introducción a la indagatoria de elementos de prueba que incumplen con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos, o si las diligencias correspondientes se realizaron en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada
. El criterio se reiteró para adquirir el carácter de observancia obligatoria, con motivo de la resolución de la contradicción de tesis 1a./J. 45/2013, con la aclaración que la procedencia de análisis de las violaciones en amparo directo estaba condicionada a que no se hubieran analizado previamente en amparo indirecto
.
109. Incluso, respecto a los efectos que genera la inconstitucionalidad del arraigo decretado por una autoridad judicial de orden local, con fines eminentemente de investigación del delito en fase de averiguación previa, como una medida que afecta el derecho humano a la libertad personal, esta Primera Sala estableció que la orden de arraigo tiene dos momentos: la restricción de la libertad deambulatoria del indiciado, por un término no mayor a cuarenta días; y que, en ese plazo, se recaben elementos probatorios por el Ministerio Público para lograr el éxito de la investigación. El primer momento inicia y fenece el día y hora que indica la autoridad judicial al momento de emitir dicho acto. Mientras que el segundo momento, al estar sujeto a un plazo tiene principio y fin; sin embargo, las pruebas que se recaben en dicho plazo, que tienen el objetivo de lograr el éxito de la averiguación, lógico es, no fenecen con este último, pues lo obtenido tendrá efectos en actos judiciales posteriores.
110. Por tal motivo, debe corresponder en cada caso determinar qué pruebas carecen de valor probatorio por encontrarse directa e inmediatamente vinculadas con el arraigo, dado que dicho valor no se pierde en automático por la declaración de invalidez de la orden de arraigo. Así, para los efectos de la exclusión probatoria, el juez de la causa penal deberá considerar aquellas pruebas que no hubieran podido obtenerse a menos que la persona fuera privada de su libertad personal mediante el arraigo, lo cual comprenderá todas las pruebas realizadas sobre la persona del indiciado, así como todas aquellas en las que él haya participado o haya aportado información sobre los hechos que se le imputan estando arraigado
.
111. Una vez establecido lo anterior, de conformidad con los criterios delineados por esta Primera Sala, en relación a la violación de los derechos humanos a la libertad personal y debido proceso, se establece que la inconstitucionalidad de la norma que prevé la flagrancia equiparada, como supuesto adicional a las excepciones de afectación al derecho humano de libertad personal sin orden judicial, previstas en el artículo 16, párrafos quinto —flagrancia estricta— y sexto —caso urgente—, de la Constitución Federal, genera los efectos siguientes:

· La declaratoria de que la detención sustentada en el supuesto de flagrancia equiparada es ilegal y arbitraria.
· No procede ordenar la liberación del quejoso, que resintió la violación por la detención ilegal y arbitraria. Pues ello de ninguna manera puede realizarse con motivo de la resolución del juicio de amparo directo, porque el momento de hacer cesar la violación derivada de la detención ilegal, a fin de restituir en la integridad al quejoso el derecho a la libertad personal, era el lapso que subsistió durante el desarrollo de la averiguación previa, justificada bajo el supuesto de flagrancia equiparada, y hasta antes de que la libertad personal del detenido se determinara por alguna resolución jurídica que rigiera la restrictiva de la libertad del inculpado, como acontece con el auto de formal prisión.
· En cada caso en particular se deberá determinar cuáles de las pruebas obtenidas en la etapa de averiguación previa que deberán ser objeto de declaración de ilicitud y, en consecuencia, de exclusión probatoria, por encontrarse directa e inmediatamente vinculadas con la detención ilegal y arbitraria. Ello, con la finalidad de restituir al quejoso de los efectos que generó en el proceso penal la detención ilegal bajo el supuesto de flagrancia equiparada.
· Debe considerarse que tienen el carácter de pruebas ilícitas derivadas de la detención ilegal y arbitraria sustentada en el supuesto de flagrancia equiparada, todos aquellos medios que no hubieran podido obtenerse a menos de que la persona hubiera sido privada de su libertad personal en las circunstancias en que ello aconteció; lo cual comprende todas las pruebas realizadas sobre la persona del indiciado, así como todas aquéllas en las que él haya participado o haya aportado información sobre los hechos que se le imputaron.
· En virtud de que la inconstitucionalidad de la detención determina la ilicitud de las pruebas enunciadas en el párrafo anterior, la exclusión para efectos de valoración deberá realizarse con total independencia de su contenido o trascendencia que tengan respecto al sentido de la sentencia que ponga fin al juicio penal. Por lo que no es factible admitir que pueda ser subsanada la ilicitud, aun cuando con posterioridad sean aceptadas las pruebas por el inculpado y/o la defensa.
112. Así, de conformidad con anterior delimitación de efectos, esta Primera Sala advierte que el agravio expresado por el recurrente, sobre los efectos que estableció el tribunal colegiado en relación a la declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, resulta esencialmente fundado y, suplido en la deficiencia de su expresión, con fundamento en el artículo 79, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, suficiente para revocar la sentencia recurrida.

113. Lo anterior es así, porque si bien el órgano de control constitucional recurrido precisó con acierto que la declaratoria de inconstitucionalidad no genera como efecto directo que se ordene la liberación de la persona que resintió la detención ilegal y arbitraria. Pues la libertad personal del afectado ya no está definida por la determinación del Ministerio Público que ordenó su detención y retención durante la etapa de averiguación previa, bajo el supuesto de flagrancia equiparada, que no forma parte del orden jurídico constitucional, de las excepciones que justifican la detención sin orden judicial de una persona relacionada con la comisión de un delito. Sino que la afectación a la libertad personal está determinada por el dictado de la sentencia condenatoria que puso fin al juicio penal que se le instruyó.
114. De ahí que, destacó el tribunal colegiado recurrido, como consecuencia de la declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, así como de la detención realizada bajo el supuesto de flagrancia equiparada, procedía realizar un análisis exhaustivo de los medios de prueba obtenidos durante la fase de investigación del delito relacionado con la detención, para determinar cuáles fue posible recabar con motivo de la privación de la libertad del detenido, lo cual comprende todas las pruebas realizadas sobre la persona del indiciado, así como todas aquéllas en las que él haya participado o haya aportado información sobre los hechos que se le imputaron.
115. Luego de tener claras las premisas anteriores, el tribunal colegiado procedió a realizar una revisión de las actuaciones de averiguación previa, en ejercicio de su facultad revisora de legalidad del proceso penal y de la sentencia definitiva reclamada, para concluir que la única prueba que podía verse afectada de ilicitud era la diligencia ministerial del quejoso en la que se le hizo saber la imputación existente en su contra para que estuviera en condiciones de darle respuesta. Lo cual obedecía a que la detención ilegal fue la causa condicionante que posibilitó el desarrollo de esa diligencia.
116. Sin embargo, concluyó que la diligencia no podía estimarse que estuviera afectada de ilegalidad, porque el inculpado se reservó el derecho a declarar y estuvo asistido por el defensor de oficio. Aunado a que, al comparecer ante el juez del proceso, al rendir declaración preparatoria manifestó que ratificaba el contenido de la diligencia ministerial y añadió razones para sustentar su exculpación. Con lo que el órgano de control constitucional consideró que quedó subsanado cualquier vicio de ilegalidad.

117. Consideraciones estas últimas que determinan lo fundado del agravio, al no ser acordes a los lineamientos establecidos por esta Primera Sala, en relación a los efectos que genera una detención ilegal y arbitraria que se justifica en el supuesto de flagrancia equiparada. En efecto, como se precisó con anterioridad, la inconstitucionalidad de la detención determina la ilicitud de las pruebas enunciadas en el párrafo anterior, la exclusión para efectos de valoración deberá realizarse con total independencia de su contenido o trascendencia que tengan respecto al sentido de la sentencia que ponga fin al juicio penal. De manera que no es factible admitir que pueda ser subsanada la ilicitud, aun cuando con posterioridad sean aceptadas las pruebas por el inculpado y/o la defensa.
VII. DECISIÓN
118. En razón de las consideraciones destacadas a lo largo del apartado precedente, esta Primera Sala determina que:
a. Es correcta la determinación que asumió el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, en el sentido de que el artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, es inconstitucional al establecer el supuesto de flagrancia equiparada, como excepción para validar la detención de una persona sin orden judicial. Ello, en virtud de que la porción normativa de la norma procesal referida, viola directamente el artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos, porque amplía el concepto restringido de flagrancia establecido en el orden jurídico constitucional, como supuesto de afectación justificado al derecho humano a la libertad personal.
b. Por tal motivo, es correcto que en la sentencia constitucional recurrida se haya afirmado que la detención del quejoso, en relación al delito de robo calificado por el que se le instruyó proceso penal, sea inconstitucional. Al haberse sustentado la detención en la porción normativa referida que es inconstitucional. Por tanto, la detención de la que fue objeto el quejoso, bajo el supuesto de flagrancia equiparada, es ilegal y arbitraria.

c. El órgano de control constitucional recurrido, determinó que la violación derivada de la detención inconstitucional, bajo el supuesto de flagrancia equiparada, genera efectos parcialmente distintos a los establecidos por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la presente ejecutoria. Esto, porque al margen de considerar correctamente que debía declararse la ilicitud de la detención, cuyos efectos no comprendía ordenar la liberación del quejoso, sino verificar la existencia de pruebas cuya obtención esté directamente relacionada con la detención ilegal. Luego, en este análisis determinó que la única prueba que podía resultar afectada era la diligencia de declaración ministerial del quejoso, sin embargo los vicios de ilicitud que se le podrían adjudicar quedaban subsanados, porque el demandante de amparo se reservó el derecho a declarar, estuvo asistido por un defensor oficial y ratificó la diligencia al rendir declaración preparatoria ante el juez de la causa, en donde aportó datos para sustentar su exculpación.
d. Entonces, es esencialmente fundado el agravio que hace valer el recurrente, respecto de los efectos que genera la actualización de una detención inconstitucional, sustentada en el supuesto de flagrancia equiparada. Planteamiento que suplido en la deficiencia de su expresión, con fundamento en el artículo 79, fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo, es suficiente para que proceda, en la materia de la revisión, revocar la sentencia recurrida, dictada el veinte de febrero de dos mil catorce en el juicio de amparo directo 216/2013.
Consecuentemente, se ordena devolver los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, para que reitere la declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 142, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México expedido mediante decreto legislativo estatal del año dos mil, en virtud de que la porción normativa vulnera directamente los derechos humanos de libertad personal y debido proceso, al ampliar el concepto restringido del supuesto excepcional de flagrancia que justifica la detención sin orden judicial, respecto de una persona que probablemente participó en la comisión de un delito, establecido en el artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Luego, se avoque de nueva cuenta al estudio sobre la legalidad de la sentencia condenatoria emitida el catorce de enero de dos mil trece, en los autos del toca penal **********, por la Segunda Sala Colegiada Penal de Toluca, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, que constituye el acto reclamado en el juicio de amparo directo. Análisis en el que deberá declarar la inconstitucionalidad de la detención realizada bajo el supuesto de flagrancia equiparada y el carácter ilícito de las pruebas que se hayan podido obtener durante la fase de la  averiguación previa respectiva, en términos de las directrices establecidas en la presente ejecutoria; las cuales deberá precisar que tienen que ser objeto de exclusión probatoria, sin que por ninguna razón pueda considerarse convalidado o subsanado su carácter de ilicitud.

119. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

R E S U E L V E :
PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, para los efectos precisados en la parte final del último apartado de esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución devuélvanse los autos al órgano jurisdiccional de origen; y, en su oportunidad, archívese el presente toca como asunto concluido.

JVSV/JCRC
� Documentos personales, un reloj y dinero en efectivo.


� El Juez Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México, recibió la consignación, a las 11:00 del 4 de septiembre de 2010, misma que registró como la causa penal número **********; además, ratificó la detención del imputado, bajo el supuesto jurídico de flagrancia, por considerarla legal. El nueve de septiembre de ese mismo año, el juez decretó formal prisión contra E. C., por considerarlo responsable en la comisión del delito de portación de arma prohibida en agravio de la sociedad.


� Foja 8 vuelta de la causa penal **********.


� Foja 8 de la causa penal **********, del índice del Juzgado Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México.


� El ordenamiento jurídico referido fue expedido mediante decreto 166, de la LIII Legislatura del Estado de México, publicado en la Gaceta del Gobierno de la entidad el 20 de marzo de 2000, con vigencia a partir de los cinco días siguientes a la publicación. Código procesal que estaba vigente al momento en que se cometió el delito y en base al cual se desarrollaron todas las etapas procedimentales que forman parte del juicio instruido al demandante de amparo.


Por lo anterior, todas las referencias que se realizan en la presente ejecutoria disposiciones procesales penales de dicha entidad, se relacionan con el citado ordenamiento jurídico.


La anterior aclaración es pertinente debido a que mediante decreto 266 de la LVI Legislatura del Estado de México, se expidió el nuevo Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, publicado en la Sección Quinta de la Gaceta del Estado de México, el 9 de febrero de 2009, por el que se incorporó al orden normativo jurídico estatal el sistema de justicia penal acusatorio. En términos de los artículos transitorios segundo, tercero y cuarto del decreto en comento, se determinó que el nuevo ordenamiento procesal entraba en vigor el 1 de octubre de 2009, quedando abrogado el anterior código procesal, salvo para los procesos penales iniciados con anterioridad. En el transitorio sexto se precisó que respecto al Municipio de Jilotepec, el nuevo sistema entraría en vigor a partir del 1 de octubre de 2011.


Disposiciones de entrada en vigor que fueron refrendadas en el decreto de reforma al nuevo ordenamiento procesal, publicadas en la Gaceta del Gobierno del Estado de México, el 30 de septiembre de 2009.


Las normas procesales aplicadas por el Ministerio Público para justificar la detención del entonces probable responsable O. E. C., establecían lo siguiente:





“Capítulo IV Aseguramiento del indiciado”


“Artículo 141.- El Ministerio Público, bajo su responsabilidad, al practicar diligencias de averiguación previa, está obligado a proceder a la retención o, en su caso, detención material de los indiciados en un hecho posiblemente constitutivo de delito, sin necesidad de orden judicial, en los casos siguientes:


I. En caso de flagrancia; o


II. En casos urgentes.”


“Artículo 142. Existe flagrancia cuando la persona es detenida en el momento de estar cometiendo el hecho, o bien, cuando el indiciado es perseguido material, ininterrumpida e inmediatamente después de ejecutado.


Se equipara a la existencia de flagrancia, cuando la persona es señalada como responsable por la víctima, algún testigo presencial de los hechos, o por quien hubiera participado con ella en su comisión; o se encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto del delito, o bien, aparezcan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su participación en el hecho; siempre y cuando el mismo pueda ser constitutivo de delito grave, y no haya transcurrido un plazo de setenta y dos horas desde el momento de la comisión de los hechos probablemente delictivos. …”


� Foja 14 de la causa penal **********.


� Fojas 32 y 33 de la causa penal **********.


� Foja 34 de la causa penal **********.


� Información obtenida del oficio de consignación y puesta a disposición del detenido ante la autoridad judicial y del comunicado de ingreso del detenido al Centro Preventivo y de Readaptación Social de Jilotepec. Fojas 1 y 40 de la causa penal **********.


� Foja 121 de la causa penal ********** acumulada a la diversa **********, del índice del Juzgado Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, Estado de México.


� Fojas 132 a 139 de la causa penal ********** acumulada a la diversa **********.


� Información obtenida del oficio de consignación y puesta a disposición del detenido ante la autoridad judicial y del comunicado de ingreso del detenido al Centro Preventivo y de Readaptación Social de Jilotepec. Fojas 120 y 140 de la causa penal ********** acumulada a la diversa **********.


� Fojas 41 a 44 de la causa penal **********.


� Fojas 141 a 144 de la causa penal **********.


� Fojas 52 a 78 y 154 a 168 de la causa penal.


� Fojas 197 a 199 de la causa penal acumulada.


� Previsto y sancionado en los artículos 287, 289, fracción I, y 290, fracción III, del ordenamiento punitivo de la entidad.


� Descrito y punible en términos de los numerales 179, fracción I, y 180 del Código Penal de ese Estado.


� Fojas 549 a 599 de la causa penal acumulada.


� Fojas 607 a 663 de la causa penal acumulada.


� Estos datos se desprenden del escrito de la demanda que obra en el cuaderno del juicio de amparo directo 216/2013.


� Ídem. Foja 136.


� Ídem. Fojas 184 a 227.


� Ídem. Foja 262.


� El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación requirió al quejoso para que ante la presencia del actuario judicial expresara si ratificaba o no su escrito de agravios, toda vez que desde su apreciación la firma que calzaba en dicho escrito difería de la que obraba en la demanda de amparo así como en los autos del juicio de amparo. En diligencia de veintinueve de abril de dos mil catorce, el quejoso expuso que reconocía la firma que calzaba en el escrito de agravios y, por tanto, ratificaba su contenido ante la actuaria judicial adscrita al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, con lo que se dio cumplimiento a lo ordenado por el Ministro Presidente del Máximo Tribunal.


� Publicado el veintiuno de mayo de dos mil trece, en el Diario Oficial de la Federación.


� Criterio que puede ser localizado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, materias constitucional y común, página: 529; que tiene como rubro: “VIOLACIONES COMETIDAS EN LA DETENCIÓN DEL INCULPADO CON MOTIVO DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL (FLAGRANCIA O CASO URGENTE). ES FACTIBLE SU ANÁLISIS EN AMPARO DIRECTO CUANDO NO HAYAN SIDO ANALIZADAS PREVIAMENTE EN AMPARO INDIRECTO.”


� Jurisprudencia publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre de 2013, materia común, página 579, con el contenido siguiente:


De los artículos 158 y 166, fracción IV, en relación con el 80, todos de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, se advierte que los efectos que deben darse a la sentencia concesoria en un juicio de amparo directo, por considerar que es inconstitucional la norma aplicada en el acto originalmente impugnado en el juicio natural o en la sentencia reclamada -controvertida vía excepción mediante los conceptos de violación, o como un medio de control heterónomo de la defensa de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través de la aplicación de una jurisprudencia obligatoria (invocada por la parte quejosa, o en suplencia de la queja deficiente en términos del artículo 76 Bis, fracción I, de la ley citada)-, se encuentran limitados a la resolución reclamada, es decir, la concesión sólo puede tener por efecto la anulación del acto, no así de la ley, pues ésta no puede ser un acto destacado impugnable en la demanda de amparo directo, sino sólo constituye un argumento más para decidir sobre su constitucionalidad, por lo que la restitución al quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada a que se refiere el tercer numeral mencionado, se traduce en restablecer las cosas al estado en que se encontraban antes de la emisión de la sentencia, resolución o laudo reclamados, obligando a la autoridad responsable a dejar insubsistente ese acto y, en su lugar, a emitir uno nuevo en el que no se aplique la norma general relativa, sólo en el caso concreto, lo que significa que puede aplicarse nuevamente contra el agraviado en diversos procedimientos, máxime que la reforma constitucional de junio de 2011, en materia de derechos humanos, no cambió en ese aspecto la sistemática del juicio de amparo directo; tan es así que incluso se establecieron las formalidades para la declaratoria general de inconstitucionalidad, pero no se variaron los efectos limitados referidos.


� De acuerdo con la narrativa del tribunal colegiado, el imputado argumentó que no podía considerarse cierta la acusación formulada en su contra, porque no podía sostener objetos con la mano izquierda; tan es así que llegó a ********** aproximadamente a las veinte horas del uno de septiembre de dos mil diez, porque acudió a recibir atención médica, precisamente por una lesión en dicha mano.


� El contenido de la norma es el siguiente:


Artículo 144.- El juez que reciba la consignación con detenido procederá de inmediato a determinar si la detención estuvo apegada a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de ser así la ratificará y, en caso contrario, decretará la libertad con las reservas de ley.


� Criterio que puede ser localizado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, materias constitucional y común, página 529; que tiene como rubro: “VIOLACIONES COMETIDAS EN LA DETENCIÓN DEL INCULPADO CON MOTIVO DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL (FLAGRANCIA O CASO URGENTE). ES FACTIBLE SU ANÁLISIS EN AMPARO DIRECTO CUANDO NO HAYAN SIDO ANALIZADAS PREVIAMENTE EN AMPARO INDIRECTO.”


� El contenido es el siguiente:


Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como órgano terminal en materia de constitucionalidad de leyes, está facultada para conocer del recurso de revisión contra las sentencias que en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, siempre que en esta instancia subsistan cuestiones propiamente constitucionales, las cuales no sólo comprenden los argumentos relativos a la confrontación de la norma ordinaria con la Constitución Federal, sino también los efectos restitutorios del fallo protector, como consecuencia del pronunciamiento de inconstitucionalidad, de manera que la incongruencia o el error en que se incurra al señalar aquéllos, puede distorsionar el verdadero sentido y alcance del amparo concedido, por lo que aunque en los agravios solamente se cuestionen tales efectos, ello es suficiente para estimar procedente el recurso de revisión, siempre que reúnan los demás requisitos que establecen la ley y la jurisprudencia.


Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, materia común, página: 300.


� Esta directriz jurídica que rige el control de constitucionalidad concreto, ha sido sostenida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, como puede advertirse en el contenido de la ejecutoria de la acción de inconstitucionalidad 155/2007, resuelta en sesión de siete de febrero de dos mil doce, bajo la Ponencia del Señor Ministro José Ramón Cossío Díaz (Secretarios: Raúl M. Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio).


En ese diverso medio de control constitucional, se señaló lo siguiente:


De igual manera, debido a que la acción de inconstitucionalidad es un medio de control abstracto de constitucionalidad, este Tribunal ha determinado que, al hacer el análisis o estudio de validez respectivo, hay que atender al marco constitucional que se encuentre vigente y no limitarse al estudio de las normas que lo estuvieran al momento en que la accionante realizó la impugnación.


Al respecto, véase la tesis P./J. 12/2002 con registro IUS 187,883, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Instancia: Pleno, Tomo XV, febrero de 2002, p. 418. El rubro y texto de la tesis son: 


ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ QUE SE HAGAN VALER DEBE EFECTUARSE A LA LUZ DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL VIGENTES AL MOMENTO DE RESOLVER. Al ser la acción de inconstitucionalidad un medio de control de la constitucionalidad de normas generales, emitidas por alguno de los órganos que enuncia el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el estudio de los conceptos de invalidez que se hagan valer debe efectuarse a la luz de las disposiciones constitucionales vigentes en el momento de resolver, aun cuando la presentación de la demanda sea anterior a la publicación de reformas o modificaciones a la Norma Fundamental, ya que a nada práctico conduciría examinar la constitucionalidad de la ley impugnada frente a disposiciones que ya dejaron de tener vigencia.


El criterio relativo al ejercicio del control concentrado de constitucionalidad, que toma como base el contenido de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al momento en que se resuelve el juicio de amparo, y la aplicación del criterio de interpretación progresivo de los derechos humanos, también ha sido refrendado por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesiones de diez y once de junio de dos mil trece, al resolver los juicios de amparo directo en revisión 207/2012, 2886/2012 y 2990/2011. En estos asuntos se estableció que el ejercicio efectivo del derecho humano de defensa adecuada, para efecto de su protección, respeto y garantía, se cumple siempre que el indiciado cuente con la asistencia técnica de un defensor, que tenga el carácter de licenciado en derecho. Ello, al margen de que al momento en que los quejosos rindieron declaración en la etapa de averiguación previa, estuvieron asistidos por una persona de su confianza, como lo autorizaba el artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución Federal, conforme al texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. Pues ésta prescripción no era acorde con el entendimiento que se da en los instrumentos internaciones de derechos humanos y la doctrina internacional al derecho humano a la defensa técnica adecuada , así como a los propios criterios jurisprudenciales generados por esta Suprema Corte y el texto vigente del artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Federal, reformado por decreto publicado el dieciocho de junio de dos mil ocho, en el que ya se establece que todo imputado tiene derecho a una defensa adecuada por abogado.


Con la precisión de que los criterios interpretativos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de Derechos Humanos, son los relativos al artículo 1.1, en relación al artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 2.1, en relación con el artículo 14 del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos. De los que el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación retomó que el derecho humano a una defensa, debe ser lo más adecuada y efectiva posible, lo cual comprende que se cumplan dos elementos. Uno de carácter formal, que exige al defensor acreditar ser perito en derecho. Otro material, consistente en que, además, el defensor debe actuar de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado y evitar así que sus derechos se vean lesionados.


Lo que también ha sido replicado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo de la resolución de los juicios de amparo directo siguientes: 1) Amparo Directo en Revisión 1519/2013. Ministro Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Sesión de 26 de junio de 2013. Aprobado por mayoría de 4 votos, con el voto en contra del Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 2) Amparo Directo en Revisión 1520/2013. Ministro Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Sesión de 26 de junio de 2013. Aprobado por mayoría de 4 votos, con el voto en contra del Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 3) Amparo Directo en Revisión 2809/2012. Ministro Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Sesión de 28 de agosto de 2013. Aprobado por mayoría de 4 votos, con el voto en contra del Señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 4) Amparo Directo en Revisión 1292/2013. Ministra Ponente: Olga Sánchez Cordero. Sesión de 2 de octubre de 2013. Aprobado por unanimidad de 4 votos. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.


� La concreción de la directriz establecida por el Tribunal Pleno, fue particularizado a un caso concreto por esta Primera Sala, al resolver el amparo directo en revisión 2384/2013, resuelto en sesión de 7 de febrero de 2014, por la aprobación mayoritaria de tres votos, emitidos por los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz (Ponente) y Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en contra de los emitidos por los señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo (Presidente), quienes formularon sendos votos particulares.


� En relación al alcance del principio de progresividad en la protección de derechos humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el informe anual 1993, respecto a los Campos en los cuales han de tomarse medidas para dar mayor vigencia a los derechos humanos, de conformidad con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ha señalado lo siguiente:


[…] El principio de la progresividad es inherente a todos los instrumentos de derechos humanos a medida que se elaboran y amplían. Los tratados sobre derechos humanos con frecuencia incluyen disposiciones que implícita o explícitamente prevén la expansión de los derechos en ellos contenidos. El método de expansión puede depender de la aplicación directa de las disposiciones previstas en el propio tratado, o mediante enmiendas o protocolos adicionales que complementen, elaboren o perfeccionen los derechos ya establecidos en el tratado. […]


El principio de la progresividad es inherente a todos los instrumentos de derechos humanos a medida que se elaboran y amplían. Los tratados sobre derechos humanos con frecuencia incluyen disposiciones que implícita o explícitamente prevén la expansión de los derechos en ellos contenidos. El método de expansión puede depender de la aplicación directa de las disposiciones previstas en el propio tratado, o mediante enmiendas o protocolos adicionales que complementen, elaboren o perfeccionen los derechos ya establecidos en el tratado. […]


Consulta: http://www.cidh.oas.org/annualrep/93span/cap.V.htm#_ftn7


� La vigencia del texto del actual párrafo tercero de la norma constitucional está condicionada a la entrada en vigor del sistema procesal penal acusatorio y oral, introducido al orden jurídico constitucional con la reforma de 18 de junio de dos mil ocho. Conforme a este decreto, el párrafo transcrito correspondía en orden consecutivo al segundo. El motivo por el que actualmente se encuentra en tercer lugar obedece a que con la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de junio de 2009, se introdujo como tercer párrafo el contenido normativo constitucional relacionado con la tutela de protección, acceso, rectificación y cancelación de los datos personales a que tiene toda persona.


Sin embargo, a pesar de las modificaciones legislativas la norma constitucional mantiene incólume la previsión de la orden de aprehensión, como regla general válida para la afectación al derecho humano de libertad personal. Lo cual se explica a partir del contenido del enunciado constitucional anterior a la referida reforma de 18 de junio de 2008, que establecía:


“No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del indiciado.”


� Los párrafos quinto y sexto de la actual norma constitucional, que se refieren a los supuestos de detención por flagrancia y caso urgente se encuentran vigentes y no están condicionados a la vigencia del sistema procesal penal acusatorio y oral introducido en la misma reforma constitucional de 18 de junio de 2018. Lo cual se desprende del contenido del régimen transitorio del citado decreto de reforma


“Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en los artículos transitorios siguientes.





Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto.


En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito.


En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma y términos en que se substanciarán los procedimientos penales.





Tercero. No obstante lo previsto en el artículo transitorio segundo, el sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19, 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor al día siguiente de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación, en las entidades federativas que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales vigentes, siendo plenamente válidas las actuaciones procesales que se hubieren practicado con fundamento en tales ordenamientos, independientemente de la fecha en que éstos entraron en vigor. Para tal efecto, deberán hacer la declaratoria prevista en el artículo transitorio Segundo.





Cuarto. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto.”


� Cfr. Amparo directo 14/2011. Resuelto en sesión correspondiente al 9 de noviembre de 2011, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; ante la ausencia del Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.


� El criterio ha sido retomado con posterioridad, como se aprecia en la ejecutoria con la que se resolvió el amparo directo en revisión 2470/2011, como base para realizar una interpretación constitucional, respecto a la asignación de contenido de las expresiones jurídicas “inmediatamente”, “sin demora” o “sin dilación” que condicionan la puesta a disposición de una persona ante la autoridad que debe resolver su situación jurídica, por haber sido detenida ante el señalamiento de que es probable responsable de la comisión de una conducta considerada como delictiva. Presentación que, en términos constitucionales, debía realizarse ante la autoridad judicial que lo requirió mediante el dictado de una orden de aprehensión o ante el Ministerio Público cuando se trata de detenciones practicadas bajo los supuestos de flagrancia o caso urgente. En esa ocasión, análisis implicó establecer el estándar aplicable para determinar cuándo se actualiza la dilación o demora injustificada como violación al derecho humano de puesta a disposición inmediata del detenido ante la autoridad respectiva.


El precedente citado fue resuelto en sesión correspondiente al 18 de enero de 2012, por unanimidad de cinco votos de los Señores Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, (Ponente), Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.


Lineamientos jurídicos que posteriormente se retomaron al resolver los siguientes asuntos: 1) Amparo Directo en Revisión 997/2012, aprobado en sesión de 6 de junio de 2012, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente) y Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en contra del voto emitido por  el  Ministro Guillermo I. Ortíz Mayagoitia. Ausente el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de  Larrea. 2) Amparo Directo en Revisión 517/2011, aprobado en sesión de 23 de enero de 2013,  por mayoría de tres votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), en contra de los emitidos por los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 3) Amparo en revisión 703/2012, aprobado en sesión de 6 de noviembre de 2013, por mayoría de tres votos de los señores Ministros Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente), en contra de los emitidos los señores Ministros José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 4) Amparo Directo en Revisión 3229/2012, aprobado en sesión de 4 de diciembre de 2013, por mayoría de tres votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), en contra de los emitidos por los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 5) Amparo Directo en Revisión 3403/2012, aprobado en sesión de 4 de diciembre de 2013, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), en contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.


� El contenido de la norma era el siguiente: 


Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa  legal del procedimiento. En el caso de delito infraganti, toda  persona puede aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata.


� El contenido de la norma era el siguiente:


Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. No podrá librarse ninguna orden de aprehensión o detención, sino por la autoridad judicial, sin que preceda denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas aquéllas por declaración, bajo protesta, de persona digna de fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado, hecha excepción de los casos de flagrante delito en que cualquiera persona puede aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata.


� El contenido de la norma era el siguiente:


Artículo 16, párrafo cuarto.


En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, con la misma  prontitud, a la del Ministerio Público.


� La norma establece:


Artículo 16, párrafo quinto.


Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.


� A modo de ejemplo conviene citar que en el caso de la legislación federal ese plazo equivalía, hasta antes de la reforma al Código Federal de Procedimientos Penales de veintidós de enero de dos mil nueve, a cuarenta y ocho horas después de cometido el delito. La acepción encontraba sustento en el artículo 193, fracción III, de dicho código, en los siguientes términos: 


Artículo 193. Se entiende que existe flagrancia cuando:


I. El inculpado es detenido en el momento de estar cometiendo el delito;


II. Inmediatamente después de ejecutado el delito, el inculpado es perseguido materialmente, o 


III. El inculpado es señalado como responsable por la víctima, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere participado con él en la comisión del delito, o se encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto del delito, o bien aparezcan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su participación en el delito; siempre y cuando se trate de un delito grave, así calificado por la ley, no haya transcurrido un plazo de cuarenta y ocho horas desde el momento de la comisión de los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación previa respectiva y no se hubiera interrumpido la persecución del delito.


Actualmente, dicha fracción III establece:


Artículo 193.- Cualquier persona podrá detener al indiciado: […]


III. Inmediatamente después de cometer el delito, cuando la persona sea señalada por la víctima, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito, o cuando existan objetos o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el delito. Además de estos indicios se considerarán otros elementos técnicos.


� Recordemos que el texto es el siguiente:


Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.


� En el contexto de la discusión sobre los allanamientos policiales al domicilio, en la Cámara de Senadores, el Senador Ulises Ramírez Núñez reiteró que era necesario abandonar toda posibilidad de que en las legislaciones secundarias se incluyera la descripción de flagrancia equiparada. La referencia es la siguiente:


“Sólo para aclarar aún más respecto de la flagrancia, que se refiere en la segunda parte del artículo que estamos discutiendo, es lo que se llama cuasiflagrancia, inmediatamente que se está cometiendo, se tiene conocimiento y se persigue y se puede detener, existe una categoría adicional que se está limitando y que se está dando en el país y es la flagrancia equiparada, con este artículo estamos limitando que esta flagrancia equiparada esté operando en varios Estados del país, ¿qué significa? que existe un plazo diferente en cada estado entre 42 y 70 horas para que después de que se cometió un delito, si aún perseguido se le encuentra algún objeto que utilizó producto de lo robado, pueda ser detenido. Eso se está limitando en este artículo…”


� El Informe puede ser consultado en la siguiente dirección electrónica � HYPERLINK "http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G02/160/10/PDF/G0216010.pdf?OpenElement" �http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G02/160/10/PDF/G0216010.pdf?OpenElement� (última fecha de consulta: 17 de octubre de dos mil once).


� Según la cual: “Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por causas fijadas por la ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta”.


� Y de esta forma, su significado readquiere un sentido literal y restringido, donde lo que flagra es lo que arde o resplandece como fuego o llama. 


De acuerdo con el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, el verbo flagrar significa arder o resplandecer como fuego o llama.


� De acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, la voz “inmediatamente”, tiene como significado que la acción se realice sin interposición de otra cosa; ahora, al punto, al instante. Lo que implica la realización de la acción en el preciso momento en que se invoca, en tiempo actual y presente; es decir, al instante, que constituye una porción brevísima de tiempo, sin dilación, que no cesa, es continua y sin intermisión, por lo que va de un momento a otro.


� Instrumento internacional adoptado y proclamado por la resolución 217 A (III) de la Asamblea General el 10 de diciembre de 1948.


Artículo 9


Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.


� Instrumento internacional adoptado en Nueva York, EUA, el 16 de diciembre de 1966. Al que se adhirió México el 24 de marzo de 1981. Decreto promulgatorio publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 1981. 


Artículo 9


1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 


� Instrumento internacional adoptado en San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, por la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. Con vigencia a partir del 18 de julio de 1978. Al cual se adhirió México el 2 de marzo de 1981.


Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 


 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.


 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 


 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.


� Criterio que aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Primera Sala, Libro 6, mayo de 2014, Tomo I, materia Constitucional, p. 545; con el contenido siguiente:


El artículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé la siguiente descripción: "Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del ministerio público. Existirá un registro inmediato de la detención". Por su parte, los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevén como requisitos para que la detención de una persona sea válida que: 1. Sus causas y condiciones estén fijadas de antemano en la Constitución y en la ley; 2. Prohibición de la detención arbitraria; 3. La persona detenida debe ser informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de los cargos formulados contra ella; 4. La persona detenida será llevada sin demora ante la autoridad competente que verifique la legalidad de la detención; 5. Se ordene su libertad si la detención fue ilegal o arbitraria.


Precedente: Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.


� Cfr. Amparo directo en revisión 991/2012, aprobado en sesión de 19 de septiembre de 2012, por mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente) y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; con el voto en contra del Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.


� Texto vigente  al 17 de marzo de 2009. 


Artículo 106. Detención en Caso de Flagrante Delito.- En caso de flagrancia delictiva, cualquier persona podrá detener al inculpado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público competente.


Se entiende que un delincuente es aprehendido en flagrante delito, no sólo cuando es detenido en el momento de estarlo cometiendo sino, también, cuando después de ejecutado el hecho delictuoso, es perseguido y detenido materialmente, o cuando inmediatamente después de realizado, alguien lo señala como autor o partícipe del mismo y se encuentra en su poder el objeto, el instrumento del delito o cualquier huella o indicio que hagan presumir, fundadamente, su intervención en la comisión del mismo.


En el caso de delitos graves, podrán ser detenidos dentro de las setenta y dos horas posteriores a la comisión del hecho delictuoso, cuando sean señalados como responsables por la víctima, por algún testigo o quien hubiese participado con ellos en el delito o se encuentre en su poder el instrumento o producto del delito, o aparezcan huellas o indicios que indiquen su participación en el mismo delito.


Al recibir el Ministerio Público a una persona detenida, calificará inmediatamente la legalidad de la detención y, si resulta injustificada, ordenará su libertad. En caso contrario, integrará la averiguación y resolverá sobre el ejercicio de la acción penal en el término legal.


La violación de esta disposición hará penalmente responsable al funcionario que decrete indebidamente el aseguramiento, así como al ministerio Público que no ordene la libertad del sujeto.


� Esta condición de procedencia de análisis ex post, es claramente apreciable en el contenido de la tesis aislada que derivó del análisis que realizó esta Primera Sala, en relación al arraigo, como medida que afecta la libertad personal con fines de investigación. El criterio está contenido en la tesis 1a. CCXLVI/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Primera Sala, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia Común, p. 439; con el contenido siguiente:


ARRAIGO. LA ORDEN RELATIVA NO ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS (ABANDONO DE LA TESIS AISLADA 1a. LXXXIII/2001). La causa de improcedencia del juicio de amparo prevista tanto en la Ley de Amparo abrogada como en la vigente, consistente en ‘Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado’, ha sido interpretada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que, para que se actualice, se requiere de lo siguiente: a) desde luego, de un acto de autoridad que se estime lesivo de derechos fundamentales y que motive la promoción de la demanda de amparo en su contra; b) de un acto de autoridad que sobrevenga, dentro del procedimiento constitucional, dejando insubsistente, en forma permanente, el que es materia del juicio de amparo; c) de una situación de hecho o de derecho que destruya, en forma definitiva, el acto que se reclama, volviendo las cosas al estado que tenían antes de la promoción de la demanda de garantías; d) de una situación de hecho que sobrevenga durante la tramitación del juicio y haga imposible el cumplimiento de la sentencia protectora que, en su caso, llegare a pronunciarse. Asimismo, ha sustentado que para su configuración, no es suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, sino que es necesario, además, que sus efectos queden destruidos de manera absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo, es decir, como si se hubiese restituido al quejoso en el pleno goce del derecho violado, de tal manera que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional. Ahora bien, la orden de arraigo tiene dos momentos: la restricción de la libertad deambulatoria del indiciado, por un término no mayor a cuarenta días; y que, en ese plazo, se recaben elementos probatorios por el Ministerio Público para lograr el éxito de la investigación. Es claro que el primer momento inicia y fenece el día y hora que indica la autoridad judicial al momento de emitir dicho acto; el segundo momento, al estar sujeto a un plazo tiene principio y fin; sin embargo, las pruebas que se recaben en dicho plazo, que tienen el objetivo de lograr el éxito de la averiguación, lógico es, no fenecen con este último, pues lo obtenido tendrá efectos en actos judiciales posteriores. En esta tesitura, si para considerar actualizada la causa de improcedencia por cesación de efectos no es suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, sino que es necesario que sus consecuencias queden destruidas de manera absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo y restituido al quejoso en el pleno goce del derecho transgredido de tal manera que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional, ello permite concluir que contra el acto consistente en la orden de arraigo no puede sobrevenir dicho supuesto de improcedencia pues las pruebas recabadas en su duración subsistirán y tendrán efectos en actos de autoridad concretos posteriores, por lo que no puede actualizarse la causa de improcedencia del juicio de amparo por cesación de efectos. Por lo anterior, se abandona el criterio sustentado en la tesis aislada 1a. LXXXIII/2001, emitida por la Primera Sala, de rubro: "ARRAIGO. CESAN SUS EFECTOS CUANDO CON MOTIVO DE LA EMISIÓN DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN SE HAYA LEVANTADO DICHA MEDIDA PRECAUTORIA.",  publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, agosto de 2001, página 168. [énfasis añadido]


Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza.


Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza.


� El criterio integró la jurisprudencia 1a./J. 121/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta , Época: Novena Época, Primera Sala, Tomo XXXI, mayo de 2010, materia Constitucional y Penal, p. 36; con el contenido siguiente:


AMPARO DIRECTO. PROCEDE QUE EN ÉL SE ANALICEN COMO VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LAS COMETIDAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA, CUANDO AFECTEN LAS GARANTÍAS CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO. Acorde con las reformas al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre de 1993 y el 3 de julio de 1996, además de ampliar el espectro de la garantía de defensa adecuada que debe operar en todo proceso penal, el Poder Reformador determinó que las garantías contenidas en las fracciones I, V, VII y IX de dicho precepto también se observarían durante la averiguación previa. Por tanto, para efectos de las garantías contenidas en el referido numeral, el juicio de orden penal incluye tanto la fase jurisdiccional (ante el juez) como la previa (ante el Ministerio Público); de ahí que algunas de las garantías antes reservadas para la etapa jurisdiccional, ahora deben observarse en la averiguación previa. En ese sentido, se concluye que es procedente que en el amparo directo se analicen como violaciones al procedimiento las cometidas en la averiguación previa, cuando afecten las garantías contenidas en los artículos 14 y 20 constitucionales, en términos del artículo 160, fracción XVII, de la Ley de Amparo, que establece como violaciones procesales los casos análogos precisados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los tribunales colegiados de circuito. Así, en tales supuestos pueden ubicarse las violaciones a las garantías observables en la averiguación previa, consistentes en la obtención de pruebas ilícitas, la negativa para facilitar los datos solicitados por la defensa y que consten en el proceso, así como la transgresión a la garantía de defensa adecuada, violaciones que no ameritarían la reposición del procedimiento sino la invalidez de la declaración obtenida en su perjuicio o de la prueba recabada ilegalmente, en atención a que su estudio necesariamente implicaría la interpretación directa de preceptos constitucionales; toda vez que el indicado artículo 160 tiene como finalidad reparar en el amparo directo las violaciones a las garantías individuales.


� Cfr. 1a./J. 138/2011 (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época,  Primera Sala, Libro III, diciembre de 2011, Tomo 3,  materia Común, p. 2056; con el contenido siguiente: 


AVERIGUACIÓN PREVIA. LAS TRANSGRESIONES COMETIDAS DURANTE ESTA FASE CONSTITUYEN VIOLACIONES PROCESALES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DE AMPARO. Para determinar si la categoría de "violaciones procesales" contenida en el artículo 160 de la Ley de Amparo es aplicable a las cometidas durante la averiguación previa, es necesario interpretar tal disposición a la luz de las reformas constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre de 1993 y el 3 de julio de 1996; de las que se colige que la intención del Poder Reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos fue que dentro de la indicada categoría se comprendieran las violaciones cometidas durante la fase de averiguación previa. Ello es así, toda vez que dicho órgano hizo alusión a un concepto amplio de juicio de orden penal para efectos de las garantías contenidas en el artículo 20 constitucional, señalando que éste prevé tanto la fase jurisdiccional (ante el juez) como la previa (ante el Ministerio Público). Por lo anterior, algunas de las garantías antes reservadas para la etapa jurisdiccional ahora deben observarse en la averiguación previa, criterio que se refuerza si se toma en cuenta que el indicado artículo 160 tiene como finalidad reparar, en el amparo directo, la violación a las garantías individuales contenidas en los artículos 14 y 20 constitucionales, pues todo el listado de violaciones se traduce en la vulneración de aquéllas. Además, no debe pasarse por alto la intención garantista del legislador federal, al establecer como violaciones procesales en la fracción XVII del citado artículo 160, los casos análogos precisados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los tribunales colegiados de circuito, supuesto en el que pueden ubicarse las violaciones a las garantías individuales observables en la averiguación previa, consistentes en la obtención de pruebas ilícitas, la negativa para facilitar al inculpado los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso, así como la transgresión a la garantía de defensa adecuada, violaciones que no ameritarían la reposición del procedimiento, sino la invalidez de la declaración obtenida en su perjuicio o la de la prueba recabada ilegalmente, en tanto que su estudio necesariamente implicaría la interpretación directa de preceptos constitucionales.


� Cfr. 1a. CLV/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 


Primera Sala, Libro XI, agosto de 2012, Tomo 1, materia Común, p. 509; con el contenido siguiente: 


VIOLACIONES COMETIDAS EN LA DETENCIÓN DEL INCULPADO CON MOTIVO DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL (FLAGRANCIA O CASO URGENTE). PROCEDE ANALIZARLAS EN AMPARO DIRECTO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 121/2009, de rubro: "AMPARO DIRECTO. PROCEDE QUE EN ÉL SE ANALICEN COMO VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LAS COMETIDAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA, CUANDO AFECTEN LAS GARANTÍAS CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO.", sostuvo que es procedente que en el amparo directo se analicen como violaciones al procedimiento las cometidas en la averiguación previa cuando afecten las garantías contenidas en los artículos 14 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual no debe interpretarse de manera limitativa, en la medida en que la protección del derecho humano al debido proceso está conformada sistemáticamente por diversos numerales constitucionales, esto es, el respeto a este derecho está vinculado con la observación de los parámetros que la Constitución establece para todas las etapas procedimentales. Así, el catálogo de derechos del detenido previsto en el artículo 20, apartado A, fracciones I, V, VII y IX constitucional, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se extiende a todos aquellos actos o diligencias que se realicen desde la averiguación previa, lo que permite ubicar posibles violaciones en cualquier diligencia de esta etapa. Ahora bien, el artículo 16 de la Constitución General de la República establece algunas excepciones que implican la restricción a aquellos derechos, entre los cuales se encuentra la privación de la libertad personal, específicamente en las detenciones por flagrancia o caso urgente, derivadas de la existencia de elementos que permiten atribuir a una persona su probable responsabilidad en la comisión de un hecho calificado como delito por las leyes penales; sin embargo, para que dicha excepción sea constitucionalmente válida, debe satisfacer ciertas condiciones de legalidad, de ahí que el órgano de control constitucional esté en condiciones de verificar si la prolongación injustificada de la detención policiaca sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial o sin cumplir los requisitos constitucionales que justifican el caso urgente, generó la producción e introducción a la indagatoria de elementos de prueba que incumplen con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos, o si las diligencias correspondientes se realizaron en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada. En esas condiciones, procede analizar en amparo directo, en términos del artículo 160, fracción XVII, de la Ley de Amparo, las violaciones cometidas con motivo de la excepción prevista en el artículo 16 constitucional (flagrancia o caso urgente), que justifican la detención de una persona como probable responsable de la comisión de un delito, pues podrían constituir una transgresión al derecho humano al debido proceso, conforme al cual es necesario el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, a la licitud de las pruebas y al ejercicio de defensa adecuada a que se refieren los artículos 14 y 20 constitucionales.


Amparo directo en revisión 997/2012, resuelto el 6 de junio de 2012, por mayoría de tres votos. Ausente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Julio Veredín Sena Velázquez.


� Cfr. Jurisprudencia 1a./J. 45/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Primera Sala, Libro XXII, Julio de 2013, Tomo 1, materias Constitucional y Común, p.529; con el contenido siguiente:


VIOLACIONES COMETIDAS EN LA DETENCIÓN DEL INCULPADO CON MOTIVO DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL (FLAGRANCIA O CASO URGENTE). ES FACTIBLE SU ANÁLISIS EN AMPARO DIRECTO CUANDO NO HAYAN SIDO ANALIZADAS PREVIAMENTE EN AMPARO INDIRECTO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 121/2009, sostuvo que en el amparo directo procede analizar como violaciones al procedimiento las cometidas en la averiguación previa cuando afecten los derechos fundamentales contenidos en los artículos 14 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual no debe interpretarse limitativamente, en la medida en que la protección del derecho humano al debido proceso la conforman sistemáticamente diversos numerales constitucionales, esto es, el respeto a este derecho se vincula con la observación de los parámetros que la Constitución establece para todas las etapas procedimentales. En ese sentido, el catálogo de derechos del detenido, previsto en el artículo 20, apartado A, fracciones I, V, VII y IX, constitucional, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se extiende a todos aquellos actos o diligencias realizados desde la averiguación previa, lo que permite ubicar posibles violaciones en cualquier diligencia de esta etapa. Ahora bien, el artículo 16 de la Carta Magna establece algunas excepciones que implican la restricción a aquellos derechos, entre las cuales se encuentra la privación de la libertad personal, específicamente en las detenciones por flagrancia o caso urgente, derivadas de la existencia de elementos que permiten atribuir a una persona su probable responsabilidad en la comisión de un hecho calificado como delito por las leyes penales; sin embargo, para que dicha excepción sea constitucionalmente válida deben satisfacerse ciertas condiciones de legalidad, lo que implica que el órgano de control constitucional tiene la obligación de verificar si la detención prolongada por la policía sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial o sin cumplir los requisitos constitucionales que justifican la excepción por la flagrancia o el caso urgente, generó elementos de prueba que incumplen con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos, o si las diligencias correspondientes se realizaron en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada. En esas condiciones, procede analizar en el juicio de amparo directo, en términos del artículo 160, fracción XVII, de la ley de la materia, las violaciones cometidas con motivo de la excepción prevista en el artículo 16 constitucional (flagrancia o caso urgente), que justifican la detención de una persona como probable responsable de la comisión de un delito, pues podrían constituir una transgresión al derecho humano al debido proceso, conforme al cual es necesario el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, a la licitud de las pruebas y al ejercicio de defensa adecuada a que se refieren los artículos 14 y 20 constitucionales, lo que estará condicionado a que no hayan sido analizadas previamente en amparo indirecto.”


� Jurisprudencia 1ª./J.5/2015 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Primera Sala, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, materias Constitucional Penal, p. 1225; con el contenido siguiente:


“ARRAIGO LOCAL. EFECTOS DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA MEDIDA EMITIDA POR EL JUEZ. EXCLUSIÓN DE PRUEBAS DIRECTA E INMEDIATAMENTE RELACIONADAS. Dada la inconstitucionalidad de una orden de arraigo emitida por un juez local, solicitada por un ministerio público del fuero común, para el éxito de la investigación de un delito también local, debe corresponder en cada caso al juzgador de la causa penal, como autoridad vinculada al cumplimiento, determinar qué pruebas carecen de valor probatorio por encontrarse directa e inmediatamente vinculadas con el arraigo, dado que dicho valor no se pierde en automático por la declaración de invalidez de la orden de arraigo. Es por ello que para los efectos de la exclusión probatoria, el juez de la causa penal deberá considerar aquellas pruebas que no hubieran podido obtenerse a menos que la persona fuera privada de su libertad personal mediante el arraigo, lo cual comprenderá todas las pruebas realizadas sobre la persona del indiciado, así como todas aquellas en las que él haya participado o haya aportado información sobre los hechos que se le imputan estando arraigado. En este sentido, se constriñe al juez de la causa penal a que, mediante un auto que emita en la etapa procedimental en que se encuentre el juicio penal, determine qué pruebas deben ser excluidas de toda valoración, lo cual debe hacer del conocimiento de las partes en el juicio.”


Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza.


Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Raúl M. Mejía Garza.
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